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1.​ Resumen 

 

El presente trabajo de investigación analiza la incidencia del incremento nominal del 

Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV) sobre el gasto público pensional y su 

consecuente efecto en la sostenibilidad fiscal en Colombia durante el trienio 2024–2026. A partir 

de un diseño metodológico empírico-analítico de alcance descriptivo, se examinó el canal de 

transmisión presupuestal que vincula la política laboral regulatoria con el balance financiero del 

Estado. Los resultados demuestran la existencia de una rigidez demográfico-legal estructural en 

el Régimen de Prima Media, donde el 60,80% de la nómina de pensionados de Colpensiones 

devenga estrictamente un salario mínimo, generando una transferencia rígida de costos con 

elasticidad unitaria frente a los decretos de ajuste salarial. 

A través de la aplicación de los coeficientes de correlación de Pearson y Spearman, aislados bajo 

el supuesto de ceteris paribus, se validaron asociaciones lineales y monótonas directas casi 

perfectas frente al Gasto Público Pensional (r = 0,985$; p = 1,000$) e inversas frente a la 

Sostenibilidad Fiscal (r = -0,964$; p = -1,000$), significativas al nivel 0,01. Los hallazgos 

estadísticos vislumbran que incrementos salariales exógenos por encima de la productividad total 

de los factores deprimen la base de cotizantes activos debido a una tasa de informalidad laboral 

del 58,90%, forzando al Gobierno Nacional Central a cubrir el déficit prestacional mediante 

transferencias corrientes del presupuesto. Se concluye que esta dinámica profundiza el déficit 

central hasta el -6,5% del PIB en 2026, tensionando las restricciones normativas de la Regla 

Fiscal y comprometiendo la solvencia intertemporal de las finanzas públicas. 
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2.​ Planteamiento del problema 

 

Históricamente, la estructura del gasto del Gobierno Nacional Central (GNC) en Colombia ha 

exhibido una alta rigidez, concentrada en rubros que limitan el margen de maniobra de la política 

fiscal. Entre estos componentes, el gasto pensional se ha consolidado como uno de los 

compromisos más representativos del Presupuesto General de la Nación (PGN), debido a su 

crecimiento sostenido y a las presiones estructurales derivadas de factores normativos, 

demográficos y económicos. 

  

De acuerdo con González (2019), hacia 2017 el gasto pensional representaba cerca del 3,4 % 

del PIB, constituyéndose en el segundo rubro más importante del gasto público nacional, 

situación que reduce la flexibilidad fiscal del país. Actualmente, el comportamiento fiscal 

evidencia un aumento progresivo de este compromiso, en un contexto donde el PGN 2026 

asciende a $547 billones, de los cuales el 66 % corresponde a gastos de funcionamiento y el 18 

% al servicio de la deuda, reflejando una creciente rigidez presupuestal y una reducción del 

espacio fiscal para inversión pública (Observatorio Fiscal Javeriana, 2025). 

  

Este fenómeno responde a un conjunto de causas estructurales, entre las cuales se destacan: (i) 

la indexación de la pensión mínima al valor del Salario Mínimo Legal Mensual (Ley 100 de 

1993, art. 35), situación que convierte el salario mínimo en una variable de impacto fiscal directo 

sobre el sistema pensional; (ii) la rigidez del gasto público, derivada de la obligatoriedad del 

pago de pensiones y transferencias, lo que genera presiones fiscales cuando los ajustes salariales 
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superan la capacidad de crecimiento de la economía (OCDE, 2024); (iii) las deficiencias y la 

inercia en implementación de reformas orientadas a desvincular el SMLMV de otras variables 

del gasto público, lo que ha contribuido a que este pase de ser una variable laboral a un 

parámetro fiscal transversal; (iv) los cambios demográficos y el envejecimiento poblacional, que 

incrementan las presiones sobre los sistemas de protección social y el gasto público (Daniel et 

al., 2006); y (v) la desconexión entre el crecimiento del salario mínimo y la productividad 

laboral, situación que incrementa las presiones fiscales del Estado. 

  

Sobre la reducción progresiva de la población joven económicamente activa y cotizante, 

resulta un fenómeno clave que afecta directamente la sostenibilidad financiera del sistema 

pensional colombiano. El aumento de la esperanza de vida y la disminución de las tasas de 

natalidad han transformado la estructura demográfica del país, generando un incremento 

sostenido de la población adulta mayor frente a una menor proporción de trabajadores jóvenes 

que contribuyen al financiamiento del sistema de seguridad social (OCDE, 2023). Esta situación 

resulta especialmente crítica en el Régimen de Prima Media, el cual opera bajo un esquema de 

solidaridad intergeneracional en el que los aportes de los trabajadores activos financian las 

pensiones de quienes ya se encuentran retirados. 

 

En Colombia, esta problemática se profundiza debido a factores como la informalidad 

laboral, el desempleo juvenil y la baja densidad de cotización. Según Colpensiones (2025), una 

proporción significativa de afiliados no realiza aportes permanentes al sistema, mientras que más 

del 80 % de los cotizantes aportan sobre ingresos equivalentes hasta dos salarios mínimos, 

evidenciando limitaciones estructurales en la capacidad contributiva. Asimismo, el crecimiento 
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sostenido de la población pensionada incrementa la dependencia del sistema frente a las 

transferencias del Estado y al Presupuesto General de la Nación. 

 

En consecuencia, el envejecimiento poblacional y la reducción relativa de trabajadores 

cotizantes representan riesgos estructurales para la sostenibilidad fiscal del sistema pensional 

colombiano, tal como lo advierten Camacho, Moreno y Rincón (2012), así como el Banco de la 

República de Colombia, entidad que señala que el aumento de la longevidad y la disminución de 

la población en edad productiva podrían incrementar significativamente el gasto público 

pensional en las próximas décadas (Ospina-Tejeiro et al., 2024). De esta manera, la 

sostenibilidad fiscal no depende únicamente del comportamiento del salario mínimo y del 

crecimiento del gasto pensional, sino también de las dinámicas demográficas y laborales que 

condicionan la capacidad contributiva de las nuevas generaciones. 

  

En este escenario, el Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV) trasciende su 

función primaria como instrumento de política laboral para convertirse en un parámetro fiscal 

transversal. Como consecuencia de las causas estructurales anteriormente descritas, se 

evidencian síntomas fiscales y presupuestales que reflejan tensiones crecientes sobre la 

sostenibilidad fiscal del Estado: 

  

●​ Crecimiento del Gasto Pensional: El rubro pensional ha pasado de ser un compromiso 

manejable a una presión creciente que ya supera el 4 % del PIB en las proyecciones de 

cierre de 2025. 
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●​ Déficit Estructural y Regla Fiscal: La insuficiencia de ingresos frente a la rigidez del 

gasto ha obligado a la activación de la cláusula de escape de la Regla Fiscal (2025-2027), 

evidenciando la incapacidad del Estado para converger hacia la estabilidad fiscal bajo las 

reglas vigentes. 

●​ Aumento del Pasivo Contingente: Los incrementos disruptivos del SMLMV, 

particularmente el salto del 23 % en 2026 bajo el concepto de "salario vital", han 

disparado el valor actuarial de las obligaciones futuras del Estado. 

●​ Dependencia creciente de transferencias de la Nación para garantizar el pago de 

prestaciones económicas del sistema pensional (Colpensiones, 2025). 

  

Adicionalmente, el sistema pensional colombiano continúa enfrentando dificultades 

estructurales asociadas a la informalidad laboral y a la baja capacidad contributiva de la 

población. Colpensiones reportó que, a diciembre de 2025, el Régimen de Prima Media contaba 

con 7.129.204 afiliados, de los cuales únicamente el 42,3 % realizaban cotizaciones activas, 

mientras que el 57,7 % no efectuó aportes durante el período de corte (Colpensiones, 2025). 

Asimismo, más del 80 % de las personas afiliadas realizan aportes de hasta dos salarios mínimos, 

evidenciando una alta concentración en niveles bajos de ingreso y una limitada capacidad de 

financiación del sistema. 

  

En cuanto a la población pensionada, Colpensiones reporta 1.864.080 pensionados al cierre 

de 2025, cifra que evidencia un crecimiento sostenido asociado al envejecimiento poblacional y a 

la maduración del sistema pensional colombiano (Colpensiones, 2025). Estas condiciones 
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incrementan las presiones fiscales sobre el Presupuesto General de la Nación y fortalecen la 

dependencia del sistema frente a recursos públicos. 

  

A pesar de la relevancia del fenómeno, persisten vacíos analíticos respecto a la magnitud y 

forma en que los incrementos del SMLMV impactan el gasto público pensional y su relación con 

la sostenibilidad fiscal del Gobierno Nacional Central durante el período 2024–2026. 

  

En términos de pronóstico, de mantenerse la dinámica actual de indexación pensional y 

aumentos reales sostenidos del SMLMV por encima de la productividad y del crecimiento 

económico, el gasto público pensional podría continuar incrementando su participación dentro 

del PGN y del PIB, reduciendo progresivamente la capacidad del Estado para financiar inversión 

pública, programas sociales e infraestructura. Asimismo, la persistencia de déficits fiscales 

elevados podría profundizar el endeudamiento público, aumentar el riesgo de incumplimiento de 

la Regla Fiscal y comprometer la estabilidad macroeconómica y financiera del país. 

 

En este sentido, el Banco de la República de Colombia advierte que, bajo escenarios adversos 

asociados a menor crecimiento económico y envejecimiento poblacional, el gasto público en 

pensiones podría alcanzar niveles cercanos al 8 % del PIB hacia finales del siglo, evidenciando 

riesgos significativos para la sostenibilidad de las finanzas públicas (Ospina-Tejeiro et al., 2024). 

  

Frente a este escenario, el control del pronóstico requiere fortalecer el análisis técnico y fiscal 

sobre la relación existente entre el incremento del SMLMV y el gasto público pensional, con el 

propósito de generar evidencia que permita comprender el impacto de los ajustes salariales sobre 
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la sostenibilidad fiscal del Estado. Por ello, el presente estudio propone desarrollar un análisis 

descriptivo-correlacional basado en información oficial del Presupuesto General de la Nación, 

estadísticas de Colpensiones y datos macrofiscales correspondientes al período 2024–2026, 

orientado a identificar la incidencia del incremento del salario mínimo sobre el gasto público 

pensional y sus efectos en la sostenibilidad fiscal. 

  

De esta manera, la investigación busca aportar elementos técnicos para la discusión 

académica y fiscal sobre la sostenibilidad del sistema pensional colombiano, contribuyendo a la 

comprensión de los riesgos derivados de la indexación del SMLMV y de la rigidez estructural 

del gasto público, así como a la necesidad de fortalecer mecanismos de planeación y 

sostenibilidad fiscal de largo plazo. 
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3.​ Pregunta de investigación 

 

¿Cuál es la relación entre el incremento del SMLMV y el crecimiento del gasto público 

pensional y cómo se relaciona con la sostenibilidad fiscal del Gobierno Nacional Central en 

Colombia durante el período 2024–2026? 

 

4.​ Objetivos  

4.2. Objetivo general 

Analizar la relación entre el incremento del SMLMV y el gasto público pensional 

mediante un estudio descriptivo-correlacional basado en datos fiscales oficiales, con el propósito 

de evaluar sus implicaciones sobre la sostenibilidad fiscal en Colombia durante 2024–2026. 

 

4.3. Objetivos específicos 

●​ Caracterizar la evolución del SMLMV durante 2024–2026 mediante análisis 

comparativo nominal y real para identificar su comportamiento estructural. 

 

●​ Cuantificar el impacto del incremento del SMLMV sobre el gasto público pensional 

utilizando información del PGN con el fin de estimar su variación presupuestal.  

 

●​ Determinar la relación estadística entre el incremento del SMLMV y el crecimiento del 

gasto pensional mediante análisis correlacional descriptivo. 
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5.​ Justificación 

 

Los efectos del salario mínimo en las finanzas públicas en Colombia impactan tanto los 

ingresos como los gastos del Gobierno. Esto se debe a que el salario mínimo constituye la base 

para la determinación de las pensiones en el Régimen de Prima Media (RPM), lo que lo 

convierte en una variable con incidencia directa sobre el gasto público pensional. 

 

En este sentido, la Ley 100 de 1993 establece el salario mínimo como referencia para la 

fijación de las pensiones mínimas, generando un mecanismo de transmisión automática mediante 

el cual sus incrementos se trasladan al gasto pensional y, en consecuencia, al aumento de las 

obligaciones fiscales del Estado (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2023). Esta relación 

evidencia que las decisiones de política laboral pueden tener efectos significativos sobre la 

sostenibilidad de las finanzas públicas. 

 

En este contexto, el presente trabajo resulta pertinente para comprender la transformación 

del Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV), el cual ha pasado de ser una variable 

estrictamente laboral a constituirse en un determinante fiscal crítico en Colombia. Según el 

Departamento Nacional de Planeación, la estabilidad del sistema pensional impacta directamente 

en la calidad de vida de millones de ciudadanos (DNP, 2022). Asimismo, el Banco de la 

República de Colombia señala que “la sostenibilidad financiera del sistema es vital para su 

funcionamiento a largo plazo” (Banco de la República, 2022), lo que resalta su relevancia tanto 

desde una perspectiva económica como social. 
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La investigación posee una alta relevancia social al analizar el equilibrio entre el 

fortalecimiento del poder adquisitivo de los pensionados y la presión fiscal que esto genera sobre 

el Estado y los contribuyentes. En un contexto de envejecimiento poblacional e informalidad 

laboral, comprender esta relación resulta fundamental para garantizar la equidad 

intergeneracional; es decir, asegurar que las mejoras en el bienestar presente no comprometan la 

viabilidad del sistema pensional para las futuras generaciones. 

 

Adicionalmente, el estudio resulta conveniente porque permite integrar variables de 

indexación e inflexibilidad del gasto en el debate, las cuales suelen quedar en segundo plano 

frente a los indicadores tradicionales como la inflación y la productividad, que orientan la 

definición del salario mínimo. De esta manera, se propone una visión integral que articula la 

política salarial con la realidad presupuestal y fiscal del Estado. 

Desde el punto de vista teórico y metodológico, la investigación contribuye al análisis 

académico sobre la relación entre política salarial, gasto público y sostenibilidad fiscal, 

particularmente en lo relacionado con los mecanismos de indexación del salario mínimo dentro 

del sistema pensional colombiano. Asimismo, adquiere relevancia por las transformaciones 

recientes del contexto fiscal, laboral y normativo, caracterizado por la aparición de nuevos 

actores institucionales y técnicos, así como por cambios regulatorios que han modificado la 

discusión sobre sostenibilidad fiscal y política salarial. Entre estos elementos se destacan la 

participación del Comité Autónomo de la Regla Fiscal (CARF) como organismo técnico de 

seguimiento fiscal, las discusiones asociadas al concepto de salario vital, los recientes ajustes 

normativos del sistema pensional y las modificaciones relacionadas con la indexación y 

financiación del gasto público. 
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Del mismo modo, el contexto actual presenta condiciones económicas particulares 

derivadas del incremento acelerado del salario mínimo, las presiones sobre el déficit fiscal y la 

activación de mecanismos excepcionales de la Regla Fiscal, aspectos que no habían coincidido 

simultáneamente en estudios previos. En consecuencia, persisten vacíos analíticos respecto a la 

manera en que los incrementos recientes del salario mínimo se relacionan con el comportamiento 

del gasto público pensional y sus implicaciones sobre la sostenibilidad fiscal del Estado 

colombiano. 

En este sentido, la investigación propone una nueva mirada de análisis desde un enfoque 

cuantitativo, descriptivo y correlacional sustentado en información fiscal oficial, permitiendo 

complementar estudios anteriores mediante la incorporación de variables recientes, nuevas 

dinámicas institucionales y evidencia presupuestal actualizada para el periodo 2024–2026. 

Además, la construcción de una matriz documental y el uso sistemático de información 

secundaria oficial constituyen un aporte metodológico replicable en futuras investigaciones. 

Finalmente, en el marco del programa de la Especialización Gobierno y Gerencia 

Pública, el estudio resulta pertinente al abordar una problemática central de la gestión de las 

finanzas públicas; se articula con el grupo de investigación en “Emprendimiento y Gerencia” y 

con la línea de investigación en “Políticas y Administración Pública”, en la medida en que 

analiza variables que inciden en la estabilidad económica del país, así como instrumentos que 

permiten comprender su comportamiento e impacto en el sector público.  

Aunque el fenómeno analizado ya se ha materializado, el estudio permite desarrollar un 

análisis crítico de sus implicaciones y generar reflexiones fundamentadas a partir de la 

interpretación de la información. 
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6. Marco Teórico 

La sostenibilidad financiera del sistema pensional colombiano ha sido ampliamente 

estudiada desde diferentes enfoques económicos, jurídicos y fiscales. Sin embargo, la mayoría de 

las investigaciones se han concentrado en la cobertura pensional, el envejecimiento poblacional y 

la estructura actuarial del sistema, dejando vacíos respecto a la relación específica entre el 

incremento del salario mínimo y el crecimiento del gasto pensional. 

  

La literatura académica colombiana sobre la relación entre el SMMLV, el sistema 

pensional y la sostenibilidad fiscal se ha desarrollado principalmente a través de documentos de 

trabajo de entidades como el Banco de la República, Fedesarrollo, el CEDE de la Universidad de 

los Andes y la Facultad de Economía de la Universidad Nacional. Entre los trabajos más 

relevantes se encuentran los análisis de Lasso (2004) sobre el impacto del salario mínimo en el 

mercado laboral, los estudios actuariales del Ministerio de Hacienda sobre el pasivo pensional y 

otros trabajos académicos. 

  

Más recientemente, los informes del CARF sobre el cumplimiento de la regla fiscal y los 

análisis del impacto fiscal de la reforma pensional de 2024 realizados por el Ministerio de 

Hacienda y entidades como ANIF y Fedesarrollo han abordado específicamente la intersección 

entre política salarial, gasto pensional y sostenibilidad fiscal que constituye el objeto de esta 

investigación. 

  

 



16 

Dentro de algunas investigaciones académicas y técnicas, especialmente desde la 

promulgación de la Ley 100 de 1993 y las reformas posteriores, se pueden señalar: 

  

Camacho, Moreno y Rincón (2012) sostienen que el principal problema estructural del 

sistema pensional colombiano se encuentra asociado al desequilibrio entre afiliados, cotizantes y 

pensionados, sumado al envejecimiento poblacional, la informalidad laboral y el crecimiento 

sostenido del gasto pensional. Los autores concluyen que la sostenibilidad financiera del sistema 

depende de reformas estructurales que permitan equilibrar la relación entre ingresos y 

obligaciones futuras del Estado. 

  

Dávila Aguja (2019) concluye que el sistema pensional colombiano enfrenta 

desequilibrios estructurales derivados de la transición demográfica, la informalidad laboral y el 

crecimiento del pasivo pensional. El autor señala que el Régimen de Prima Media no logró 

incrementar el número de cotizantes en proporción al crecimiento de pensionados, situación que 

incrementa la dependencia fiscal del sistema. 

  

Vélez Restrepo (2024) analiza la sostenibilidad financiera del sistema pensional 

colombiano desde una perspectiva jurídica y crítica, concluyendo que las reformas recientes han 

fortalecido el principio de sostenibilidad fiscal, pero han generado tensiones con derechos 

fundamentales como la seguridad social y la dignidad humana. 

  

Hernández Rodríguez (2018) sostiene que el sistema pensional colombiano genera una 

importante carga fiscal para el Estado y que las discusiones pensionales no pueden limitarse 

 



17 

únicamente a parámetros como edad o semanas de cotización, sino que deben considerar el 

impacto fiscal estructural del sistema. El autor concluye que el sistema pensional colombiano 

implica una importante carga fiscal para el Estado y que la ausencia de reformas estructurales 

profundiza el deterioro de las finanzas públicas. 

  

Por su parte, Ospina-Tejeiro et al. (2024), desde el Banco de la República, advierten que 

el envejecimiento poblacional y el comportamiento del gasto pensional podrían elevar 

significativamente las obligaciones fiscales futuras del Estado colombiano. 

Respecto al análisis de la relación entre salario mínimo y sistema pensional ha sido abordado 

desde diferentes perspectivas. 

  

Rojas (2016) estudia el impacto de la indexación en el sistema pensional de prima media 

y concluye que el uso del Índice de Precios al Consumidor (IPC) como mecanismo de 

actualización pensional responde a principios de justicia, equidad e igualdad. Sin embargo, 

advierte que la indexación genera presiones importantes sobre el Presupuesto General de la 

Nación, especialmente en contextos de crecimiento acelerado del gasto pensional. 

  

Gutiérrez y Arango (2017) analizan el reajuste salarial y la movilidad salarial en 

Colombia, señalando que la inflación afecta directamente el poder adquisitivo de los trabajadores 

y que el salario mínimo constituye un mecanismo de protección frente a la pérdida del valor real 

del ingreso. 
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Por otra parte, Zapata y Ochoa (2023) desarrollan un estudio econométrico sobre factores 

económicos asociados a la cobertura del sistema pensional colombiano. Sus hallazgos muestran 

que el desempleo y la tasa de ocupación tienen efectos significativos sobre la cotización al 

sistema pensional, mientras que el salario mínimo no presenta una relación estadísticamente 

significativa sobre la cobertura 

  

A nivel internacional, la investigación sobre los efectos fiscales de la indexación 

pensional al salario mínimo ha sido desarrollada principalmente en el contexto de revisiones de 

sistemas de seguridad social en países de ingreso medio. Los trabajos del Banco Mundial 

—particularmente los análisis de Holzmann, Palmer y Robalino (2012) sobre reformas de 

pensiones de contribución definida nocional— y del BID —especialmente los estudios de Bosch, 

Melguizo y Pagés (2013) sobre pensiones y mercados laborales en América Latina— ofrecen 

marcos conceptuales y evidencia empírica directamente aplicables al caso colombiano. 

  

A pesar de estos aportes, persisten vacíos investigativos relacionados con: 

​

 • La relación específica entre incrementos recientes del SMLMV y el crecimiento del gasto 

público pensional durante el período 2024–2026. 

• El efecto de la indexación pensional sobre la sostenibilidad fiscal.​

 • La incidencia de los incrementos salariales sobre el Presupuesto General de la Nación.​

 • El análisis correlacional entre salario mínimo y gasto pensional durante el período 2024–2026. 

  

 



19 

En consecuencia, la presente investigación busca aportar evidencia descriptiva y 

correlacional que permita comprender el impacto fiscal de los incrementos del salario mínimo 

sobre el sistema pensional colombiano. 

  

Colombia presenta una particularidad institucional relevante: el salario mínimo no solo 

constituye el piso salarial del mercado laboral, sino que además opera como referencia para 

múltiples obligaciones fiscales y prestacionales del Estado. Esta doble naturaleza convierte al 

salario mínimo en una variable de incidencia directa sobre el gasto público, especialmente sobre 

el sistema pensional. 

En el contexto reciente, caracterizado por incrementos significativos del salario mínimo y 

discusiones sobre el denominado “salario vital”, resulta necesario examinar los efectos que 

dichas decisiones generan sobre el Presupuesto General de la Nación, las transferencias hacia 

Colpensiones y la sostenibilidad fiscal del Gobierno Nacional Central. 

Por tanto, el marco teórico se orienta a explicar e integrar las relaciones conceptuales 

entre mercado laboral, salario mínimo, sistema pensional, gasto público y sostenibilidad fiscal, 

con antecedentes académicos, fundamentos conceptuales y desarrollos empíricos, con el 

propósito de sustentar analíticamente las variables de estudio y la hipótesis implícita de la 

investigación. 

 

6.1. Salario mínimo  

6.1.1. Fundamentos teóricos del salario mínimo 
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El mercado de trabajo ocupa un lugar central en el funcionamiento de la economía, en la 

medida en que en él se determinan los niveles de empleo y los salarios a partir de la interacción 

entre los individuos que ofrecen su trabajo, las empresas que demandan servicios laborales y el 

Estado (Cárdenas, 2013). Esta interacción no se desarrolla en un escenario de competencia 

perfecta, sino dentro de un marco institucional conformado por normas laborales, sistemas de 

protección social, mecanismos de negociación y regulaciones salariales. 

  

En este contexto, el Estado cumple un papel multifacético, ya que no solo fija las reglas de 

funcionamiento del mercado laboral, sino que también actúa como empleador relevante y como 

agente que, a través de instrumentos como el salario mínimo, incide directamente sobre la 

formación de salarios y las condiciones de empleo (OCDE, 2019). 

El salario mínimo es una institución propia de la economía laboral con fundamentos tanto en 

la teoría neoclásica como en los enfoques institucionalistas y keynesianos. Desde la perspectiva 

neoclásica, el salario mínimo constituye una intervención exógena en el mercado laboral que, 

cuando se fija por encima del salario de equilibrio, genera distorsiones en la asignación eficiente 

del trabajo. Bajo este enfoque, desarrollado inicialmente por Stigler (1946), un salario mínimo 

elevado reduce la demanda de trabajo, incrementa el desempleo y puede estimular la 

informalidad laboral, especialmente en economías con baja productividad. 

No obstante, esta visión ha sido ampliamente debatida por enfoques alternativos que 

reconocen la existencia de imperfecciones en el mercado laboral. En particular, la teoría del 

monopsonio laboral, introducida por Robinson (1933) y desarrollada posteriormente por 

Manning (2003), sostiene que en mercados donde los empleadores poseen poder de mercado 

sobre la contratación laboral, la fijación de un salario mínimo puede corregir fallas de mercado y 
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mejorar simultáneamente los salarios y el nivel de empleo. Esta perspectiva resulta 

especialmente relevante en economías con altos niveles de segmentación e informalidad, como 

ocurre en Colombia. 

Los trabajos empíricos desarrollados por Card y Krueger (1994) representaron un punto de 

inflexión en el debate contemporáneo sobre el salario mínimo. A partir de un estudio aplicado al 

sector de comida rápida en Estados Unidos, los autores encontraron evidencia de que 

incrementos moderados del salario mínimo no necesariamente generan efectos negativos 

significativos sobre el empleo, cuestionando así los supuestos tradicionales del modelo 

competitivo. Sus hallazgos impulsaron una revisión profunda de la teoría económica del salario 

mínimo y abrieron espacio para enfoques más integrales sobre sus efectos distributivos, sociales 

y macroeconómicos. 

A diferencia del modelo de competencia perfecta, el mercado laboral en las economías reales 

presenta diversas imperfecciones que afectan la formación de salarios y los niveles de empleo. 

Entre las principales fallas de mercado se encuentra el monopsonio laboral, situación en la cual 

uno o pocos empleadores concentran el poder de demanda de trabajo, limitando las alternativas 

disponibles para los trabajadores y generando incentivos para el pago de salarios inferiores al 

valor competitivo del trabajo (Cárdenas, 2013). 

Frente a estas fallas, los Estados implementan mecanismos regulatorios como el salario 

mínimo, las normas laborales y los sistemas de negociación colectiva, orientados a corregir 

desequilibrios en la relación empleador–trabajador y garantizar condiciones mínimas de 

protección laboral. 
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En el análisis económico, el salario constituye el precio del factor trabajo, es decir, la 

contraprestación monetaria que recibe el trabajador por poner su capacidad productiva a 

disposición del empleador. Desde esta perspectiva, es posible distinguir diferentes dimensiones 

del salario: 

Salario nominal. Corresponde a la cantidad de dinero que percibe el trabajador en términos 

monetarios corrientes, sin considerar el comportamiento del nivel general de precios. 

Salario real. Hace referencia al poder adquisitivo del ingreso laboral, es decir, a la cantidad 

de bienes y servicios que pueden adquirirse con el salario nominal una vez ajustado por inflación 

(Blanchard, Amighini & Giavazzi, 2012). 

Salario mínimo. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) define el salario mínimo 

como la cuantía mínima de remuneración que un empleador está obligado a pagar a sus 

trabajadores por un período determinado y que no puede ser reducida mediante acuerdos 

individuales o colectivos (OIT, s. f.). 

6.1.2. Dimensiones del salario mínimo 

El salario mínimo puede analizarse desde tres dimensiones principales: 

jurídico-institucional, económica y fiscal. Desde la dimensión jurídico-institucional, constituye 

una intervención del Estado en el mercado laboral orientada a corregir desequilibrios derivados 

de la asimetría en el poder de negociación entre empleadores y trabajadores. Su finalidad es 

garantizar condiciones de vida dignas que permitan cubrir las necesidades básicas materiales, 

sociales y culturales de los trabajadores y sus familias. 
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Desde la dimensión económica, el salario mínimo se entiende como un precio mínimo 

legal dentro del mercado de trabajo. La teoría económica plantea que, cuando este se fija por 

encima del salario de equilibrio, puede generar desempleo o informalidad debido al exceso de 

oferta laboral. Sin embargo, en mercados con estructuras monopsonísticas, donde los 

empleadores poseen poder de mercado, el salario mínimo puede contribuir al aumento del 

empleo y de los ingresos de los trabajadores.  

En este marco, el salario cumple la función de precio del trabajo, al reflejar el costo que 

enfrenta el empleador por contratar una unidad adicional de trabajo y el ingreso que percibe el 

trabajador por ofrecer su tiempo y esfuerzo productivo. La fijación de un salario mínimo 

introduce una restricción al mecanismo de mercado, al establecer un nivel salarial por debajo del 

cual no es posible contratar legalmente, modificando así la interacción entre la oferta y la 

demanda de trabajo.  

En cuanto a la dimensión fiscal, el salario mínimo trasciende el ámbito laboral y se 

convierte en una variable macroeconómica de indexación dentro de las finanzas públicas. En 

Colombia, sirve como referencia para definir aportes al Sistema de Seguridad Social, determinar 

el valor de la pensión mínima, establecer subsidios y calcular multas y costos administrativos. 

Asimismo, los incrementos del Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMMLV) generan 

impactos directos sobre el gasto público, especialmente en el sistema pensional y en la nómina 

estatal. Según el Comité Autónomo de la Regla Fiscal (CARF, 2026), los aumentos del salario 

mínimo incrementan el gasto asociado a las pensiones del Régimen de Prima Media (RPM), 

elevan el Índice Base de Cotización y afectan otros componentes del gasto público como 

servicios contratados por el Estado. De igual manera, impactan las rentas vitalicias del Régimen 
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de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), debido a que estas se ajustan con base en el salario 

mínimo y no en el IPC. 

De lo anterior se desprende que el salario mínimo no es solo un instrumento de política 

social, sino una variable de equilibrio fiscal. Su fijación afecta simultáneamente la 

sostenibilidad de las empresas, el ingreso disponible de los hogares y la magnitud del pasivo 

pensional del Estado. 

 

6.1.3. El salario mínimo en Colombia 

  

El Código Sustantivo del Trabajo, en su artículo 145, define el salario mínimo como “el 

que todo trabajador tiene derecho a percibir para subvenir a sus necesidades normales y a las de 

su familia, en el orden material, moral y cultural”. Esta definición lo configura como una 

remuneración mínima vital, estrechamente vinculada con la dignidad humana, en consonancia 

con los derechos fundamentales a la vida y a la integridad personal. 

En este mismo marco normativo, el artículo 148 del citado Código establece que “la 

fijación del salario mínimo modifica automáticamente los contratos de trabajo en que se haya 

estipulado un salario inferior”, lo que implica la obligación de su reajuste anual. 

        ​ Por su parte, la Constitución Política de Colombia, en su artículo 53, consagra la 

“remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo” como un 

principio fundamental de las relaciones laborales. El carácter “móvil” hace referencia a la 

necesidad de ajustar periódicamente dicha remuneración, con el fin de preservar su poder 
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adquisitivo frente a fenómenos como la inflación. Asimismo, esta disposición incorpora al 

ordenamiento interno los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, 

otorgándoles fuerza jurídica vinculante. 

En este contexto, resulta relevante destacar el Convenio 131 de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), el cual establece la obligación de implementar sistemas de 

salario mínimo aplicables a los trabajadores asalariados. Dicho instrumento dispone que, para la 

determinación de su nivel, deben considerarse: 

(1) Las necesidades de los trabajadores y de sus familias habida cuenta del nivel general 

de salarios en el país, del costo de vida, de las prestaciones de seguridad social y del 

nivel de vida relativo de otros grupos sociales. (2) Los factores económicos, incluidos 

los requerimientos del desarrollo económico, los niveles de productividad y la 

conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de empleo. (Convenio 131 OIT, 

1970, Art. 3)  

Adicionalmente, la Constitución Política, en su artículo 56 establece la creación de una 

“comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de los empleadores y de 

los trabajadores, fomentará las buenas relaciones laborales, contribuirá a la solución de los 

conflictos colectivos de trabajo y concertará las políticas salariales y laborales”. 

En virtud del artículo anterior se desarrolla la Ley 278 de 1996, que crea y regula la 

Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, encargada, entre otras 

funciones, de fijar de manera concertada el salario mínimo general, teniendo en cuenta la 

garantía de una vida digna para el trabajador y su familia. 
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Esta normativa establece como plazo máximo el 15 de diciembre de cada año para 

alcanzar un acuerdo. No obstante, en caso de no lograrse consenso, el parágrafo del artículo 8 

dispone que el Gobierno deberá fijar el salario mínimo: 

Para determinar el salario mínimo a más tardar el 30 de diciembre de cada año, teniendo 

en cuenta como parámetros, los siguientes: La meta de inflación del siguiente año fijada por la 

Junta del Banco de la República, la productividad acordada por el comité tripartito de 

productividad que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la contribución de los 

salarios al ingreso nacional, el incremento del producto interno bruto (PIB) y el índice de precios 

al consumidor (IPC). (Ley 278, 1996, Art. 8) 

Adicionalmente, la Corte Constitucional colombiana, en jurisprudencia reiterada —entre 

otras, en las Sentencias C-815 de 1999 y C-1064 de 2001— ha establecido que el salario mínimo 

debe garantizar la satisfacción de las necesidades básicas del trabajador y su familia, 

vinculandolo al concepto del mínimo vital. Esta doctrina constitucional ha elevado el estatus 

jurídico del salario mínimo y ha condicionado los márgenes de maniobra del Gobierno en su 

determinación. 

6.1.4. Salario vital 

 

Con el Decreto 159 de 2026, mediante el cual se fijó el salario mínimo para dicho año, el 

Gobierno Nacional incorporó en su metodología el concepto de salario vital propuesto por la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT).  

“El nivel salarial necesario para proporcionar un nivel de vida digno a los trabajadores 

y sus familias, teniendo en cuenta las circunstancias del país, y calculado como contraprestación 
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por el trabajo efectuado durante las horas normales de trabajo; calculado con arreglo a los 

principios de la OIT relativos a la estimación de los salarios vitales, como se expone más 

adelante, y que ha de alcanzarse mediante el proceso de fijación de salarios, de acuerdo con los 

principios de la OIT relativos a la fijación de salarios” (Organización Internacional del Trabajo 

[OIT], s. f.). 

En este contexto, el Gobierno Nacional planteó que el salario “deja de ser únicamente 

una variable económica y se convierte en una herramienta de justicia social, orientada a 

garantizar condiciones básicas de vida para los hogares trabajadores” (Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, 2025). Bajo esta perspectiva, el concepto de salario vital incorpora elementos 

relacionados con la garantía de alimentación adecuada, vivienda digna, acceso a servicios 

públicos, salud, educación, transporte y demás necesidades básicas que permitan un nivel de vida 

adecuado para los trabajadores y sus familias. 

Desde el ámbito de la política salarial, el salario vital funciona como un referente 

conceptual y técnico que permite evaluar la suficiencia del salario mínimo legal frente a las 

condiciones reales de bienestar de la población trabajadora. En este sentido, mientras el salario 

mínimo legal constituye un piso normativo obligatorio definido anualmente conforme a criterios 

económicos y legales, el salario vital representa un estándar orientado a determinar si dicho 

ingreso resulta suficiente para garantizar condiciones de vida dignas conforme a los principios 

constitucionales y a los estándares internacionales del trabajo. 

6.2. Sistema pensional colombiano  

6.2.1. Marco Institucional 
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La relación entre salario mínimo, sistema pensional y sostenibilidad fiscal involucra 

múltiples instituciones del Gobierno Nacional Central, las cuales participan en la definición de la 

política salarial, la administración del sistema de pensiones, la elaboración del Presupuesto 

General de la Nación y el seguimiento de las finanzas públicas. 

  

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), adquiere especial relevancia 

debido a que el gasto pensional constituye uno de los principales componentes del gasto público 

nacional. Esta entidad elabora instrumentos técnicos como el Marco Fiscal de Mediano Plazo 

(MFMP), el Plan Financiero y el Marco de Gasto de Mediano Plazo, documentos mediante los 

cuales se proyecta el comportamiento del déficit fiscal, el endeudamiento público y las 

obligaciones pensionales del Estado (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2025). 

  

Adicionalmente, el MHCP participa en el análisis de los impactos fiscales derivados de 

los incrementos del salario mínimo, particularmente sobre las pensiones mínimas indexadas al 

SMMLV, las transferencias a Colpensiones y los costos asociados a la nómina pública. 

  

El Ministerio del Trabajo participa activamente en el proceso anual de fijación del salario 

mínimo a través de la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, 

organismo tripartito conformado por representantes del Gobierno, empleadores y trabajadores. 

  

En el marco de dicha concertación se analizan variables técnicas como inflación, 

productividad, crecimiento económico y participación salarial en el ingreso nacional, las cuales 
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sirven de referencia para la determinación del SMMLV conforme a lo establecido en la Ley 278 

de 1996. 

  

6.2.1. Sistema pensional colombiano 

El sistema pensional colombiano fue objeto de una reforma estructural mediante la Ley 

100 de 1993, que introdujo un modelo dual compuesto por el Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida (RPM), administrado por Colpensiones, y el Régimen de Ahorro Individual 

con Solidaridad (RAIS), administrado por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) 

privadas. Este diseño institucional dual ha sido ampliamente analizado desde la perspectiva de la 

economía política de las reformas previsionales en América Latina (Mesa-Lago, 2004; Pino y 

Feoli, 2019). 

La reforma pensional introducida mediante el Acto Legislativo 01 de 2005 representó un 

hito fundamental al consagrar en la Constitución la garantía de pensión mínima equivalente al 

salario mínimo legal vigente, constitucionalizar el pasivo pensional existente y fijar límites a las 

mesadas superiores a 25 salarios mínimos. Este marco constitucional configura una relación 

indisoluble entre el SMLV y el costo del sistema pensional para el Estado. 

La Reforma Pensional contenida en la Ley 2381 de 2024 introdujo modificaciones 

sustanciales al sistema al crear el pilar semicontributivo y el pilar contributivo con un umbral de 

traslado a Colpensiones fijado en 2.3 salarios mínimos, lo que tiene implicaciones directas sobre 

el flujo de cotizantes al RPM y, por ende, sobre el déficit actuarial del sistema. Esta reforma 

reorienta significativamente los flujos financieros del sistema y representa un cambio 

paradigmático en la arquitectura pensional colombiana. 
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Aunque ambos regímenes presentan diferencias sustanciales en su funcionamiento y 

financiamiento, incorporan mecanismos de solidaridad orientados a fortalecer la cobertura y 

protección social. En el caso del RPM, dicha solidaridad se materializa mediante el Fondo de 

Solidaridad Pensional (FSP), mientras que en el RAIS opera el Fondo de Garantía de Pensión 

Mínima (FGPM). Asimismo, el sistema establece una tasa de cotización equivalente al 16 % del 

salario para ambos regímenes. En el caso de los trabajadores dependientes, el aporte se distribuye 

entre el empleador (12 %) y el trabajador (4 %), mientras que los trabajadores independientes 

deben asumir la totalidad de la cotización sobre su Ingreso Base de Cotización (IBC). 

Adicionalmente, los afiliados con ingresos superiores a cuatro salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (SMLMV) deben realizar aportes adicionales al Fondo de Solidaridad 

Pensional, fortaleciendo así el componente redistributivo del sistema (OCDE, 2019; Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público, 2022). 

6.2.1.1. Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM) 

El Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM) es un sistema administrado 

por Colpensiones cuya principal característica consiste en que el monto de la pensión se 

determina mediante una fórmula previamente definida; el monto de pensión depende del tiempo 

de cotización, el ingreso del individuo y no de los retornos del ahorro. El RPM ofrece cobertura 

para la vejez y para los riesgos por incapacidad permanente y sobrevivencia (Parra-Polanía et al., 

2024) 

El RPM opera bajo una lógica de reparto simple, en la cual los aportes realizados por los 

trabajadores activos constituyen un fondo común de naturaleza pública destinado a financiar el 

pago de las pensiones de quienes ya adquirieron el derecho pensional. De acuerdo con Azuero 

Zúñiga (2020), este fondo también cubre los costos administrativos y la constitución de reservas 
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necesarias para garantizar la sostenibilidad operativa del sistema. Las principales fuentes de 

financiación del RPM corresponden a: 

●        Los aportes de los trabajadores afiliados a Colpensiones que realizan un pago 

periódico a un fondo común para financiar las pensiones de los individuos que ya 

están en edad de retiro y cumplen con el requisito mínimo de semanas cotizadas. 

●        Los ahorros acumulados por los trabajadores que se trasladan del RAIS a 

Colpensiones. 

●        Las transferencias del Presupuesto General de la Nación, que cubren la diferencia 

entre las obligaciones pensionales y los ingresos obtenidos por las dos primeras 

fuentes de recursos. 

Uno de los principales problemas estructurales del RPM corresponde a la regresividad de los 

subsidios implícitos en las pensiones. Esta situación se presenta debido a que el valor presente de 

las prestaciones recibidas frecuentemente supera el monto efectivamente cotizado por los 

afiliados durante su vida laboral. En consecuencia, el Estado termina financiando una proporción 

significativa de las mesadas pensionales, beneficiando especialmente a trabajadores de mayores 

ingresos y trayectorias laborales más estables (Parra-Polanía et al., 2024) 

 

Asimismo, el cálculo de las pensiones se realiza a partir del Ingreso Base de Liquidación 

(IBL), el cual corresponde al promedio actualizado de los salarios sobre los cuales cotizó el 

afiliado durante los últimos diez años anteriores al reconocimiento pensional. La tasa de 

reemplazo oscila generalmente entre el 65,5 % y el 80 % del IBL, dependiendo del número de 

semanas cotizadas. 
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6.2.1.2. Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS) 

 

El Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS) fue introducido en el ordenamiento 

jurídico colombiano mediante la Ley 100 de 1993 como un modelo de capitalización 

individual, alternativo al esquema de reparto del RPM. Su arquitectura financiera se fundamenta 

en la acumulación de aportes obligatorios y sus respectivos rendimientos financieros en cuentas 

de propiedad de cada afiliado. A diferencia de los beneficios definidos por fórmula, el monto de 

la mesada pensional en el RAIS está supeditado a variables actuariales y de mercado, tales como 

el capital final acumulado, la edad del trabajador al momento del retiro, la expectativa de vida 

del grupo familiar y la modalidad de pensión seleccionada ya se renta vitalicia o retiro 

programado. Bajo este esquema entre más altos sean los aportes y mayor sea la edad de retiro 

más elevado será el monto de la pensión. 

Las dificultades que se presentan en este régimen se pueden caracterizar de la siguiente 

manera: 

1.   ​ Si el ahorro acumulado es insuficiente para una pensión de salario mínimo, se 

toman recursos del Fondo de Garantía de Pensión Mínima (FGPM), siempre y 

cuando la persona tenga 1150 semanas cotizadas y la edad requerida, lo que implica, 

que si los recursos del FGPM se agotan, es el gobierno quien debe transferir recursos 

del presupuesto general de la nación para la financiación de dicho fondo y así 

garantizar una pensión de salario mínimo. En este aspecto como lo menciona 

Francisco Azuero “En la práctica, las administradoras de pensiones no están 

ofreciendo el sistema de rentas vitalicias por el riesgo que implica que las pensiones 

deben reajustarse anualmente según el porcentaje de incremento del salario mínimo. 
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En esas condiciones las compañías de seguros han considerado muy alta la 

incertidumbre sobre el comportamiento del salario mínimo, lo cual ha hecho que el 

riesgo no sea asegurable, a pesar de que la Ley 1328 de 2009 (art 45), reglamentada 

por el Decreto 036 de 2015 estableció un mecanismo de cobertura a cargo del 

gobierno nacional frente al llamado “riesgo de deslizamiento del salario mínimo” 

  

2.​ Un desafío estructural del RAIS es la dependencia directa de la mesada pensional frente 

al desempeño de los mercados financieros. Existe el riesgo intrínseco de que los 

rendimientos reales (la rentabilidad nominal menos la inflación) sean insuficientes o 

volátiles durante la etapa de acumulación. Dado que el modelo se basa en la 

capitalización individual, períodos prolongados de bajas tasas de interés o crisis 

financieras globales pueden afectar el crecimiento del capital. Esta situación deriva en un 

riesgo de suficiencia, donde el ahorro acumulado resulta insuficiente para financiar una 

renta vitalicia digna, traduciéndose en tasas de reemplazo significativamente inferiores a 

las expectativas iniciales del afiliado. 

6.2.1.3. Regímenes Exceptuados del Sistema General de Pensiones 

Con la expedición de la ley 100 de 1993, quedaron algunos regímenes exentos del 

sistema general de pensiones entre los que se encuentran: 

Régimen de Docentes del Magisterio 

El régimen pensional de los docentes oficiales en Colombia, administrado por el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) (cuenta especial de la Nación creada por la 

Ley 91 de 1989), representa una estructura de beneficios segmentada por la evolución normativa 
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de las últimas décadas. Históricamente, el sistema se dividió en tres grandes cohortes: los 

docentes vinculados antes de 1980, beneficiarios de la "pensión de gracia" (Ley 114 de 1913), 

la cual permitía la compatibilidad entre salario y pensión con requisitos altamente flexibles (50 

años de edad y 20 de servicio); un segundo grupo vinculado entre 1981 y junio de 2003, con 

requisitos de 55 años de edad pero sin acceso a la citada pensión de gracia; y finalmente, los 

docentes nombrados a partir de julio de 2003 bajo la Ley 812 de 2003. 

Este tercer grupo, consolidado tras el Acto Legislativo 01 de 2005, se caracteriza por una 

convergencia hacia el Régimen de Prima Media (RPM). Para estos educadores, se eliminaron los 

privilegios prestacionales históricos, igualando los parámetros de cotización, tasa de reemplazo y 

semanas (1.300) a los del régimen general, aunque manteniendo una edad de jubilación unificada 

de 57 años tanto para hombres como para mujeres. 

Para atender sus compromisos en materia de pensiones, “el FOMAG cuenta con recursos 

propios y con transferencias de la nación. Dentro de las rentas propias del fondo se incluyen los 

aportes de los afiliados y del gobierno en condición de patrono y los rendimientos de las 

inversiones financieras. La diferencia entre las rentas propias y la estimación del gasto total en 

pensiones a cargo del FOMAG se cubre, como ya se anotó, con aportes de la Nación” 

(Parra-Polanía et al., 2024) 

 

Régimen de Fuerzas Militares y de Policía 

El régimen de asignación de retiro para el personal de la Fuerza Pública se encuentra 

regulado por la Ley 923 de 2004 y el Decreto 4433 de 2004. A diferencia del sistema general, el 

cálculo de esta prestación no se limita al sueldo básico, sino que integra diversos factores 
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salariales y prestacionales específicos, tales como primas de actividad, antigüedad, vuelo, estado 

mayor, subsidio familiar y una fracción de la prima de navidad. Para los oficiales de insignia y 

generales, se incluyen además los gastos de representación, mientras que para los soldados 

profesionales la base se concentra en el salario mensual y la prima de antigüedad. 

La administración y el pago de estas obligaciones recaen en la Caja de Retiro de las 

Fuerzas Militares (CREMIL) y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía (CASUR). El 

financiamiento de estas entidades proviene de una estructura mixta compuesta por aportes de los 

uniformados equivalentes al 5% de su salario y prima de antigüedad, además del 35% de su 

primer sueldo y por transferencias directas del Gobierno Nacional. Este último componente es 

fundamental para cubrir el flujo de caja necesario ante la naturaleza prestacional de estas 

instituciones. 

6.2.1.4 Sistemas de Pensiones No Contributivas 

Los sistemas de pensiones no contributivos constituyen el pilar de protección social 

asistencial diseñado para cubrir a la población de la tercera edad que, debido a la informalidad 

laboral o a bajos niveles de ingreso, no logró consolidar los requisitos de semanas o capital en los 

regímenes contributivos tradicionales. A diferencia de las pensiones de jubilación ordinarias, 

estos esquemas se financian exclusivamente mediante transferencias directas del Presupuesto 

General de la Nación o fondos de solidaridad, operando bajo una lógica redistributiva que busca 

garantizar un piso mínimo de ingresos y mitigar la incidencia de la pobreza extrema en la vejez. 

Entre los que se encuentran los siguientes: 

Colombia Mayor (Programa de Solidaridad con el Adulto Mayor). Este sistema constituye 

el principal mecanismo de protección no contributiva en Colombia, diseñado para mitigar la 
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pobreza extrema en la vejez. Su objetivo es otorgar un subsidio económico mensual a adultos 

mayores que se encuentran en estado de indigencia o pobreza extrema, que no cuentan con una 

pensión, o que viven solos y carecen de rentas suficientes para su subsistencia. 

Administrativamente, el programa depende del Departamento para la Prosperidad Social y se 

focaliza a través de herramientas como el SISBÉN. 

Este esquema representa un gasto social directo que no genera derechos pensionales de 

jubilación, sino transferencias monetarias condicionadas. Su financiamiento proviene 

principalmente de la subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, alimentada 

por los aportes de los trabajadores que ganan más de cuatro salarios mínimos, y por aportes 

directos del Presupuesto General de la Nación. 

Beneficios Económicos Periódicos (BEPS). Los BEPS son un modelo de ahorro voluntario 

y flexible gestionado por Colpensiones, dirigido a ciudadanos que, debido a la informalidad o a 

bajos ingresos, no logran cotizar de manera constante al sistema general de pensiones. A 

diferencia de un sistema contributivo tradicional, no exige una cotización mensual fija; el 

ciudadano ahorra según su capacidad y, al llegar a la edad de retiro, el Estado otorga un incentivo 

puntual del 20% sobre el total ahorrado para convertir dicho capital en una anualidad vitalicia. 

  

Programa de Subsidio al Aporte en Pensión (PSAP). Este programa tiene como objetivo 

subsidiar los aportes al sistema general de pensiones de los trabajadores independientes, 

desempleados (mayores de 40 años). personas en condición de discapacidad, madres sustitutas, 

donde los beneficiarios realizan un aporte de un porcentaje del monto total de cotización que va 

desde el 5% al 30% dependiendo del grupo poblacional al que pertenezcan. Este subsidio es de 

carácter temporal es decir tiene un número límite de semanas subsidiadas ó que la persona 
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cumpla el máximo de edad en el programa (65 años) y es excluyente si el beneficiario cuenta con 

un ingreso que le permita realizar los aportes al Sistema General de Participaciones (SGP). 

  

6.2.2.  El Gasto Público Pensional en Colombia 

 ​ El gasto público pensional en Colombia ha sido históricamente uno de los componentes 

más dinámicos y presionados del Presupuesto General de la Nación. Según datos del Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público, las transferencias al sistema pensional representan anualmente 

entre el 3.5% y el 4.2% del PIB, lo que ubica a Colombia entre los países de la región con mayor 

carga pensional relativa respecto a su nivel de ingreso per cápita. 

El gasto pensional a cargo del Estado comprende varios componentes: (i) el pago de 

mesadas pensionales de los regímenes especiales del sector público —Fuerzas Militares, Policía 

Nacional, Magisterio y regímenes anteriores a la Ley 100—; (ii) las transferencias a 

Colpensiones para cubrir el déficit operacional del RPM; (iii) el servicio de la deuda pensional 

con los entes territoriales; y (iv) las garantías de pensión mínima del Fondo de Garantía de 

Pensión Mínima (FGPM). 

La vinculación entre el SMMLV y el gasto pensional opera a través de múltiples canales. 

El más directo es el reajuste automático de las pensiones mínimas del RPM conforme al artículo 

14 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003, que establece que las pensiones 

en cuantía de un salario mínimo se reajustan con el mismo porcentaje de incremento del 

SMMLV. Adicionalmente, las pensiones del sector público, el Magisterio y las Fuerzas Militares 

tienen sus bases de liquidación indexadas al salario de referencia, que en muchos casos tiene 

como piso el SMMLV. 
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6. 2.3 Déficit Actuarial y Sostenibilidad del Sistema  

El déficit actuarial del RPM colombiano es una constante estructural del sistema que se 

origina en la insuficiencia de las reservas acumuladas para honrar los compromisos pensionales 

futuros. Estudios actuariales realizados por el Ministerio de Hacienda y el Banco Mundial han 

estimado este déficit en magnitudes superiores al 100% del PIB en valor presente, lo que 

evidencia la fragilidad estructural del sistema y su dependencia de las transferencias 

presupuestales. 

Este déficit se exacerba con cada incremento del SMMLV, puesto que aumenta el valor 

presente de los compromisos pensionales futuros. Desde la perspectiva de la teoría de las 

finanzas públicas, el tratamiento adecuado de este pasivo contingente es fundamental para una 

evaluación correcta de la posición fiscal del gobierno, tal como lo señalan los lineamientos del 

Fondo Monetario Internacional sobre estadísticas de las finanzas del sector público (FMI, 2014). 

6.3. Finanzas públicas, sostenibilidad fiscal e indexación del gasto público  

Una vez analizada la configuración del mercado de trabajo y la estructura del sistema 

pensional colombiano, resulta necesario abordar su interacción con las finanzas públicas y la 

sostenibilidad fiscal. En el contexto colombiano, el presupuesto público no constituye 

únicamente un instrumento de planificación financiera, sino también el escenario donde 

convergen las presiones derivadas de los derechos sociales, las obligaciones constitucionales y 

las limitaciones estructurales de los ingresos estatales. En consecuencia, el análisis de la 

Hacienda Pública permite comprender cómo las dinámicas asociadas al salario mínimo y al gasto 
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pensional inciden directamente sobre la estabilidad macroeconómica y la sostenibilidad de las 

finanzas públicas. 

 

6.3.1. Conceptualización de la Sostenibilidad Fiscal  

La sostenibilidad fiscal se refiere a la capacidad del gobierno de mantener su solvencia 

intertemporal, es decir, la capacidad de honrar sus obligaciones presentes y futuras sin necesidad 

de recurrir a ajustes fiscales disruptivos o al incumplimiento de sus compromisos. Desde la 

perspectiva de la teoría de las finanzas públicas, la sostenibilidad fiscal requiere que el valor 

presente de los superávits primarios futuros sea al menos igual al valor presente del stock de 

deuda pública existente (Blanchard et al., 1990). 

El análisis de sostenibilidad fiscal ha evolucionado considerablemente desde los trabajos 

pioneros de Hamilton y Flavin (1986) y Wilcox (1989), incorporando progresivamente 

elementos de incertidumbre, riesgos fiscales contingentes y consideraciones de economía 

política. La literatura más reciente, representada por trabajos del FMI, el Banco Mundial y 

economistas como Ostry, Ghosh y Espinoza (2015), distingue entre sostenibilidad en sentido 

estricto —capacidad de pago— y sostenibilidad en sentido amplio —que incluye 

consideraciones sobre el espacio fiscal y la vulnerabilidad ante choques exógenos. 

En el contexto colombiano, la sostenibilidad fiscal adquiere una dimensión constitucional 

con la reforma introducida mediante el Acto Legislativo 03 de 2011, que incorporó el principio 

de sostenibilidad fiscal como criterio orientador de las ramas del poder público y del Ministerio 

Público. Este mandato constitucional establece que las autoridades deberán tener en cuenta la 

sostenibilidad fiscal al momento de adoptar decisiones que impliquen gastos fiscales. 
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6.3.2. Marco Fiscal de Mediano Plazo y Regla Fiscal 

El principal instrumento de programación fiscal en Colombia es el Marco Fiscal de 

Mediano Plazo (MFMP), creado mediante la Ley 819 de 2003. Este documento contiene 

proyecciones de ingresos, gastos, déficit y deuda pública para un horizonte de diez años, 

permitiendo evaluar la sostenibilidad fiscal del Gobierno Nacional Central. 

La Regla Fiscal, introducida mediante la Ley 1473 de 2011 y modificada por la Ley 2155 

de 2021, establece límites al déficit estructural del Gobierno Nacional Central, diferenciando 

entre el ciclo económico y los componentes discrecionales de la política fiscal. Esta regla ha sido 

objeto de diversas críticas desde la perspectiva académica, particularmente respecto a su 

metodología de estimación del PIB potencial y a la flexibilidad que permite en situaciones de 

emergencia, como quedó de manifiesto durante la pandemia de COVID-19 (Comité Consultivo 

de la Regla Fiscal, 2020). 

Dentro de este contexto, el gasto pensional representa uno de los principales factores de 

presión fiscal debido a su carácter rígido y estructural. Dado que las obligaciones pensionales 

corresponden a derechos adquiridos constitucionalmente protegidos, su ajuste o reducción resulta 

altamente limitado en el corto y mediano plazo. En consecuencia, incrementos significativos del 

salario mínimo generan impactos directos sobre el cumplimiento de la regla fiscal y sobre la 

sostenibilidad presupuestal del Estado. 

6.3.3. Espacio fiscal y riesgos fiscales contingentes 

El concepto de espacio fiscal hace referencia a la disponibilidad de recursos 

presupuestales que posee el Estado para financiar nuevas políticas públicas sin comprometer la 
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sostenibilidad fiscal (Heller, 2005). En el caso colombiano, dicho espacio resulta limitado debido 

al elevado peso de los gastos inflexibles dentro del Presupuesto General de la Nación. 

En Colombia, componentes como: 

●​ el gasto pensional 

●​ el servicio de la deuda 

●​ las transferencias territoriales 

●​ y la nómina estatal, 

consumen más del 75 % del presupuesto nacional, reduciendo significativamente la capacidad de 

maniobra fiscal del Gobierno Nacional. 

Asimismo, el sistema pensional incorpora importantes riesgos fiscales contingentes. Cebotari 

et al. (2009) clasifican estos riesgos en: 

●​ Explícitos, cuando corresponden a obligaciones legales formales; 

●​ e implícitos, cuando derivan de presiones políticas o sociales que inducen al Estado a 

asumir compromisos adicionales. 

En el caso colombiano, estos riesgos se evidencian tanto en las garantías de pensión mínima 

como en las presiones asociadas al incremento de las mesadas pensionales y subsidios públicos. 

6.3.4. Restricción presupuestaria intertemporal 

La teoría de la restricción presupuestaria intertemporal constituye el fundamento analítico 

del concepto de sostenibilidad fiscal. Bajo este enfoque, el valor presente de los gastos futuros 

 



42 

del Estado —incluyendo el servicio de la deuda y las obligaciones pensionales— debe ser 

equivalente al valor presente de los ingresos futuros y activos disponibles. 

Aplicado al caso colombiano, un incremento sostenido del salario mínimo genera un 

aumento del valor presente del pasivo pensional debido a que una alta proporción de las 

pensiones mínimas se encuentra indexada directamente al SMMLV. Dado que la mayoría de 

pensionados del sistema recibe mesadas equivalentes a un salario mínimo, los incrementos 

salariales producen efectos acumulativos sobre el gasto público de largo plazo. 

6.4. Inflexibilidad presupuestal  

6.4.1. Concepto de inflexibilidad presupuestal 

La inflexibilidad presupuestal se presenta cuando una proporción significativa del presupuesto 

público ya se encuentra comprometida por disposiciones constitucionales, legales o 

contractuales, limitando la capacidad del Gobierno para reasignar recursos de manera 

discrecional. En el caso colombiano, esta condición tiene un carácter estructural asociado al 

diseño institucional y normativo del Estado. En este sentido, el Banco de la República (2025) 

afirma que: 

“La inflexibilidad del gasto es una característica estructural del Presupuesto General de la 

Nación (PGN) en Colombia. Esta condición refleja la existencia de rentas con destinación 

específica, el establecimiento de compromisos de gasto mediante la Constitución y la ley, y 

las obligaciones permanentes del Estado por concepto de pensiones y servicio de la deuda. Un 

presupuesto rígido limita de forma significativa la capacidad del Gobierno para reasignar el 

gasto, enfrentar emergencias y realizar ajustes en la política fiscal con el fin de alcanzar 
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objetivos de estabilización económica, crecimiento o mejora en la distribución del ingreso” 

(Banco de la República, 2025). 

De acuerdo con lo anterior, la rigidez presupuestal puede afectar la sostenibilidad fiscal y la 

estabilidad macroeconómica, debido a que restringe la capacidad de reacción del Estado frente a 

contextos deficitarios. En relación con ello, el Ministerio de Hacienda indicó que: 

“Un presupuesto rígido limita de forma significativa la capacidad del Gobierno para reasignar 

el gasto, enfrentar emergencias y realizar ajustes en la política fiscal con el fin de alcanzar 

objetivos de estabilización económica, crecimiento o mejora en la distribución del ingreso” 

(Bonilla, 2024). 

Asimismo, desde una perspectiva académica, Echeverry, Fergusson y Querubín (2004) definen 

la inflexibilidad presupuestal de la siguiente manera: 

“Se considera como ‘inflexible’ todo componente cuya inclusión en el presupuesto no está 

sujeta a la discreción de las autoridades de política en el corto plazo (una vigencia fiscal). Por 

ejemplo, desde este punto de vista amplio, el valor de la nómina o el servicio de la deuda 

pública son rubros inflexibles. Si bien decisiones de política sobre el reajuste salarial o el 

despido de funcionarios, así como los canjes de deuda, pueden afectar el monto de estos rubros, 

su alcance es limitado y está sujeto a considerables dificultades administrativas y políticas. No 

así, la modificación del monto de inversión anual, el cual puede ser pospuesto a voluntad del 

ejecutivo” (Echeverry et al., 2004). 
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6.4.2. Componentes inflexibles del gasto público 

Con base en lo anterior, se puede determinar principalmente dentro del Presupuesto 

General de la Nación (PGN), los siguientes conceptos denominados inflexibles: 

Servicio a la Deuda Pública 

El servicio de la deuda pública comprende las erogaciones destinadas al pago de los 

intereses y a la amortización del capital asociado a los créditos contraídos por la Nación, tanto en 

el ámbito interno como externo. Este componente del gasto corresponde a obligaciones 

financieras previamente adquiridas, cuyo cumplimiento resulta prioritario dentro de la ejecución 

presupuestal del Estado. 

En el Presupuesto General de la Nación, el servicio de la deuda tiene un carácter 

preferente, en la medida en que los recursos necesarios para su atención deben ser garantizados 

con anterioridad a la asignación de partidas destinadas al gasto de funcionamiento o a la 

inversión pública. Su grado de rigidez es elevado en el corto plazo, dado que su magnitud y 

calendario de pagos se encuentran determinados por contratos financieros vigentes y por 

variables de mercado tales como las tasas de interés y la tasa de cambio que no están bajo control 

directo del Gobierno. 

En consecuencia, este rubro se configura como un componente estructuralmente 

inflexible del presupuesto, cuya ejecución no admite modificaciones discrecionales ni 

aplazamientos en el horizonte de corto plazo. 

Gasto en Pensiones y Prestaciones Sociales 
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El gasto en pensiones y prestaciones sociales comprende el pago de las mesadas 

pensionales reconocidas en el marco del Sistema General de Pensiones, así como las 

transferencias destinadas a los regímenes especiales y exceptuados, entre los que se incluyen, 

entre otros, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) y los sistemas 

pensionales de la Fuerza Pública. Este rubro constituye uno de los componentes estructuralmente 

inflexibles del gasto de funcionamiento, dado que su ejecución se encuentra determinada por 

obligaciones legales y constitucionales derivadas del reconocimiento de derechos adquiridos y de 

la protección del mínimo vital. 

En este contexto, el Estado actúa como garante del pago de las prestaciones pensionales, 

lo que implica la obligación de cubrir los déficits que se presenten en los fondos o cajas 

pensionales cuando las cotizaciones de los afiliados activos resultan insuficientes para financiar 

las mesadas causadas. 

Adicionalmente, este gasto presenta una rigidez de carácter dinámico, en la medida en 

que su crecimiento anual obedece tanto a la incorporación progresiva de nuevos beneficiarios al 

sistema como a los mecanismos de actualización de las mesadas, los cuales se encuentran 

indexados al salario mínimo legal mensual vigente o, según el caso, al índice de precios al 

consumidor. En consecuencia, se trata de un componente del gasto público que no admite ajustes 

discrecionales ni aplazamientos en el corto plazo, consolidándose como una erogación 

permanente dentro del Presupuesto General de la Nación. 

Sistema General de Participaciones 

El Sistema General de Participaciones (SGP) corresponde a los recursos que la Nación 

está obligada a transferir a las entidades territoriales (departamentos, municipios y distritos) en 
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cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 356 y 357 de la Constitución Política. Estos 

recursos cuentan con una destinación específica y obligatoria, orientada a la financiación de los 

servicios de educación, salud, agua potable y saneamiento básico en el territorio nacional. 

Desde la perspectiva presupuestal, el SGP constituye un componente de inflexibilidad de 

carácter constitucional, en la medida en que los montos a transferir se encuentran definidos 

normativamente y no pueden ser modificados discrecionalmente por el Ejecutivo en el corto 

plazo. Cualquier alteración sustancial en su estructura o en sus criterios de asignación requiere la 

adopción de reformas constitucionales y legales. 

Adicionalmente, el SGP se determina como un porcentaje de los Ingresos Corrientes de la 

Nación, lo que garantiza un flujo previsible de recursos hacia las entidades territoriales, pero al 

mismo tiempo compromete de manera anticipada una fracción del recaudo nacional dentro del 

Presupuesto General de la Nación. En este sentido, dichos recursos se configuran como una 

erogación prioritaria y no discrecional dentro del proceso de programación y ejecución 

presupuestal. 

Gastos de Personal (Nómina) 

Los gastos de personal comprenden las erogaciones asociadas al pago de salarios, 

prestaciones sociales y demás obligaciones laborales de los servidores públicos vinculados a la 

Rama Ejecutiva, Legislativa y Judicial del poder público, así como a los organismos de control y 

otras entidades del Estado. Este componente del gasto de funcionamiento se caracteriza por su 

recurrencia y continuidad, en la medida en que está asociado a la provisión permanente de bienes 

y servicios públicos. 
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Desde la perspectiva presupuestal, la nómina estatal presenta un elevado grado de rigidez 

en el corto plazo, dado que su ejecución se encuentra determinada por regímenes laborales, 

esquemas de carrera administrativa, figuras de estabilidad laboral reforzada y compromisos 

derivados de la negociación colectiva. Estas condiciones limitan la posibilidad de realizar ajustes 

discrecionales inmediatos sobre el número de cargos o el nivel de remuneraciones. 

Adicionalmente, el gasto en personal incorpora mecanismos de actualización periódica de 

los salarios, los cuales suelen estar referenciados a variables como la inflación o el salario 

mínimo legal mensual vigente. En consecuencia, este rubro se consolida como un gasto 

operativo de carácter permanente dentro del Presupuesto General de la Nación, cuya atención 

resulta necesaria para garantizar la continuidad del funcionamiento institucional del Estado. 

Vigencias Futuras 

Las vigencias futuras corresponden a un instrumento de gestión presupuestal mediante el 

cual el Estado adquiere compromisos de gasto que afectan presupuestos de vigencias fiscales 

posteriores a aquella en la que se autoriza la obligación, constituyendo una excepción al 

principio de anualidad del presupuesto. Estas autorizaciones permiten la ejecución de proyectos 

y contratos cuyo horizonte de ejecución supera un solo año fiscal. 

Desde la perspectiva de la rigidez presupuestal, las vigencias futuras se configuran como 

un mecanismo generador de inflexibilidad del gasto, en la medida en que los recursos 

comprometidos deben ser apropiados obligatoriamente en las vigencias subsiguientes para 

atender obligaciones contractuales previamente adquiridas. Una vez autorizadas y 

perfeccionadas, dichas obligaciones no admiten ajustes discrecionales en el corto plazo. 
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En consecuencia, las vigencias futuras reducen la flexibilidad del Presupuesto General de 

la Nación, al limitar la capacidad de reasignación de recursos en ejercicios fiscales posteriores. 

6.4.3. Inflexibilidad en los Ingresos Presupuestales 

El análisis de la rigidez presupuestal en Colombia requiere distinguir entre las 

restricciones que operan sobre el gasto público y aquellas que afectan el manejo de los ingresos. 

En términos generales, la estructura institucional del Presupuesto General de la Nación muestra 

que la inflexibilidad se concentra predominantemente en el lado del gasto, como resultado de 

obligaciones constitucionales, legales y contractuales que determinan la ejecución de una 

proporción significativa de las erogaciones públicas. Por su parte, la rigidez asociada a los 

ingresos presenta un carácter principalmente funcional y normativo, en la medida en que no 

deriva de la imposibilidad de recaudar o modificar las fuentes tributarias, sino de limitaciones 

legales sobre su destinación y distribución. Esta diferenciación resulta fundamental para 

comprender el reducido margen de maniobra fiscal del Gobierno Nacional y el contexto en el 

cual se adoptan las decisiones de política presupuestal. 

Entre estos ingresos destacan los siguientes: 

Ingresos Corrientes de la Nación (ICN)     ​ 

Una proporción de los Ingresos Corrientes de la Nación se encuentra constitucionalmente 

comprometida para financiar el Sistema General de Participaciones. En estos casos, el 

crecimiento del recaudo tributario no se traduce íntegramente en mayor espacio fiscal, ya que 

una fracción debe transferirse automáticamente a las entidades territoriales. 
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   ​ En este aspecto acorde al Acto Legislativo 03 de 2024 y como lo evidencia el Banco de la 

República 

“A finales de 2024, el Congreso de la República aprobó otro acto legislativo para modificar 

de nuevo la fórmula de cálculo del SGP. Según esta reforma, a partir de 2027 el SGP debe 

aumentar gradualmente hasta alcanzar el 39,5% de los ICN. Para implementar esta medida 

será necesaria la expedición de una ley que determine las competencias de cada nivel de 

gobierno en materia de educación, salud, agua potable y saneamiento básico, principalmente”. 

(Banco de la República, 2026). 

Ingresos del Sistema General de Regalías (SGR) 

Los recursos provenientes de la explotación de recursos naturales no renovables se rigen 

por un régimen constitucional propio y tienen una destinación específica definida en el artículo 

361 de la Constitución Política. Estos ingresos no ingresan al PGN como recursos de libre 

destinación, sino que se canalizan a través del Sistema General de Regalías, lo que restringe su 

uso presupuestal. 

Ingresos de fondos especiales 

Algunos ingresos del Estado deben ser registrados en fondos especiales o cuentas 

independientes, conforme a disposiciones legales específicas. Estos recursos solo pueden 

utilizarse para los fines definidos en la norma que los crea, lo que limita su reasignación dentro 

del PGN. 

El análisis de las inflexibilidades presupuestales permite evidenciar que una proporción 

significativa del gasto público en Colombia se encuentra determinada por mandatos 
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constitucionales, legales y contractuales que limitan la capacidad de ajuste del presupuesto en el 

corto y mediano plazo. Estas rigideces se manifiestan de manera particular en componentes 

como el gasto pensional, las transferencias intergubernamentales y determinados gastos de 

funcionamiento, cuya ejecución no depende de decisiones discrecionales anuales, sino de reglas 

previamente establecidas. En este contexto, resulta pertinente continuar hacia la presentación de 

los mecanismos de indexación del gasto, en la medida en que estos constituyen uno de los 

principales canales a través de los cuales las inflexibilidades se materializan y se amplifican en el 

tiempo. 

6. 5. Mecanismos de transmisión entre salario mínimo y gasto pensional  

6.5.1 Canal Directo: Indexación Pensional 

 ​ El mecanismo de transmisión más directo entre el SMMLV y el gasto pensional opera a 

través de la indexación automática de las pensiones mínimas. El artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 establece que las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes en cuantía igual o inferior 

al salario mínimo legal mensual vigente se incrementarán en el mismo porcentaje del SMMLV.  

El impacto fiscal de este canal puede estimarse con relativa precisión como el producto 

del número de pensionados con pensión mínima, el monto de la pensión mensual y el porcentaje 

de incremento del SMMLV. Para 2024, con aproximadamente 1.8 millones de pensionados de 

Colpensiones y un incremento del SMMLV superior al 12%, el impacto adicional en el gasto 

pensional habría superado los 3 billones de pesos anuales, equivalente a aproximadamente el 

0.2% del PIB. 
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Por lo tanto, este mecanismo refuerza el carácter inflexible del gasto pensional, dado que 

los incrementos derivados del salario mínimo deben ser reconocidos de manera automática y no 

admiten ajustes discrecionales en el corto plazo. 

6.5.2 Canal Indirecto: Bases de Liquidación Pensional 

Además del canal directo de indexación, existen canales indirectos de transmisión 

asociados al uso del SMMLV como referente en las fórmulas de liquidación pensional. Los 

regímenes especiales del sector público —particularmente el del Magisterio, las Fuerzas 

Militares y la Policía Nacional— utilizan el último salario o un promedio de los últimos salarios 

como base de liquidación. En estos regímenes, la escala salarial tiene como piso el SMLV, por lo 

que sus incrementos se propagan hacia las pensiones futuras a través del efecto sobre los salarios 

activos que constituirán la base de liquidación. 

Este canal opera con rezago temporal: los incrementos del SMLV en el período actual 

afectan las bases de liquidación de las pensiones que se causarán en los próximos años, creando 

un efecto de inercia fiscal que se proyecta en el mediano plazo. La estimación de este impacto 

requiere modelos actuariales que incorporen proyecciones de la planta de personal activo, la 

pirámide de edades y las tasas de retiro, lo que representa un ejercicio analítico de mayor 

complejidad metodológica. 

6.5.3 Canal de Mercado Laboral: Informalidad y Base de Cotizantes 

 ​ Un tercer canal de transmisión, de naturaleza indirecta y con efectos potencialmente 

compensadores, opera a través del mercado laboral. Los incrementos del SMMLV por encima de 

la productividad pueden generar presiones hacia la informalidad laboral, reduciendo la base de 

cotizantes activos al sistema pensional. Una menor base de cotizantes implica menores ingresos 
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corrientes para Colpensiones, lo que amplía la brecha entre ingresos y egresos del sistema y 

aumenta las transferencias fiscales requeridas para cubrir dicho diferencial. 

Este canal conecta la discusión del salario mínimo con el debate sobre la informalidad 

laboral en Colombia, que históricamente ha mostrado tasas superiores al 55% de la población 

ocupada. La evidencia empírica disponible (Arango y Pachón, 2004; Mora y Muro, 2014) 

sugiere que el impacto del SMMLV sobre la informalidad en Colombia es estadísticamente 

significativo y económicamente relevante, aunque su magnitud exacta es objeto de debate 

metodológico. 

6.5.4 Canal Fiscal: Efecto sobre el Balance del Gobierno 

 ​ El canal fiscal integra los efectos anteriores para determinar el impacto neto sobre el 

balance fiscal del Gobierno Nacional Central. Este impacto opera tanto por el lado del gasto —a 

través de mayores transferencias pensionales— como potencialmente por el lado de los ingresos 

—a través del efecto del SMMLV sobre la formalización o informalización del mercado laboral 

y la consiguiente variación en los ingresos parafiscales y tributarios asociados. 

La teoría de las finanzas públicas sugiere que el impacto neto sobre el balance fiscal 

depende de la elasticidad de la recaudación tributaria respecto al SMMLV —que puede ser 

positiva si el incremento salarial aumenta el consumo y la base del IVA— y de la elasticidad del 

gasto pensional respecto al SMMLV —que es claramente positiva y cuantitativamente 

dominante. En consecuencia, el efecto neto sobre la sostenibilidad fiscal es presumiblemente 

negativo cuando los incrementos del SMMLV superan el crecimiento del PIB. 

En síntesis, la indexación del gasto al salario mínimo explica por qué los incrementos de 

esta variable tienen un impacto fiscal asimétrico, caracterizado por efectos inmediatos y 
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obligatorios sobre el gasto, frente a efectos más inciertos y graduales sobre los ingresos. Esta 

dinámica refuerza la rigidez presupuestal del Estado y condiciona la interacción entre la política 

salarial, la sostenibilidad fiscal y el cumplimiento de la regla fiscal, sin que ello implique una 

valoración normativa, sino una descripción del funcionamiento institucional del sistema fiscal 

colombiano. 

6.​ Diseño metodológico 

Enfoque, alcance y diseño de la investigación 

De acuerdo con la orientación del estudio, los objetivos propuestos y la naturaleza del 

problema de investigación, se adopta un enfoque cuantitativo, dado que se centra en el análisis 

de variables medibles. En este sentido, se examinarán datos fiscales, presupuestales y 

estadísticos provenientes de fuentes oficiales, con el propósito de identificar relaciones entre 

variables económicas y presupuestales asociadas al incremento del SMMLV y el gasto público 

pensional.  

 

Al respecto, Hernández Sampieri (2018) señala que los estudios cuantitativos se 

fundamentan en teorías e investigaciones previas, lo cual permite identificar patrones de 

comportamiento en una población o fenómeno determinado. Para el caso de estudio, este 

enfoque se aplica a las variables salario mínimo, gasto pensional y sostenibilidad fiscal. 

 

El estudio se enmarca desde un razonamiento deductivo, en la medida en que parte de 

postulados normativos e institucionales relacionados con la indexación del gasto público, la 

rigidez presupuestal y la sostenibilidad fiscal, para posteriormente contrastarlos con evidencia 
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cuantitativa observada en fuentes oficiales, identificando patrones y relaciones entre variables 

fiscales y pensionales 

Alcance y diseño 

De acuerdo con Hernández Sampieri (2018), el alcance de la investigación puede 

clasificarse como exploratorio, descriptivo, correlacional o explicativo; en la práctica, un estudio 

puede integrar uno o varios de estos niveles, según sus objetivos. 

En particular, los estudios descriptivos tienen como finalidad especificar las propiedades 

y características de conceptos, fenómenos o variables en un contexto determinado. En este 

sentido, considerando el objeto de estudio la investigación es descriptiva y correlacional. Es 

descriptiva porque caracteriza el comportamiento del SMLMV y del gasto público pensional 

durante el periodo 2024–2026; y correlacional porque busca establecer la relación estadística 

entre dichas variables a partir del análisis de información fiscal oficial. 

El estudio se desarrolla en el contexto de Colombia, durante el periodo 2024–2026, lo que 

permite una caracterización situada en un tiempo y espacio específicos. El diseño de la 

investigación es de tipo transversal, dado que se analiza el fenómeno en un intervalo de tiempo 

determinado (2024–2026), lo que permite comparar y examinar datos a partir de la revisión de 

documentos institucionales oficiales, tales como informes, reportes, bases de datos y otras 

fuentes de información, dándole un carácter documental. 

 

Arias (2012) señala que la investigación documental consiste en un proceso basado en la 

búsqueda, recuperación, análisis e interpretación de datos secundarios registrados por otros 

investigadores o instituciones.  
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Asimismo, el estudio es aplicado, en tanto busca analizar un problema propio de la 

gestión pública: la incidencia del incremento del salario mínimo sobre el gasto pensional y la 

sostenibilidad fiscal en Colombia. En este sentido, la investigación pretende generar un análisis 

crítico de sus implicaciones fiscales, así como reflexiones sobre su impacto en las finanzas 

públicas. 

Variables de estudio 

La investigación se estructura a partir de variables interrelacionadas, dado que busca 

analizar la relación existente entre el incremento del Salario Mínimo Legal Mensual Vigente 

(SMMLV), el gasto público pensional y la sostenibilidad fiscal en Colombia durante el período 

2024–2026. 
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7. Variables de la investigación 

 Tabla 1 

Variables de la investigación  

Variable Definición 

Conceptual 

Definición 

Operacional 

Indicador 

/ Unidad 

de Medida 

Fuente de 

Información 

  

Incremento 

del 

SMLMV 

(Variable 

Independien

te) 

Porcentaje de 

ajuste anual 

fijado por el 

Gobierno 

Nacional sobre la 

remuneración 

mínima legal 

aplicable en el 

territorio 

colombiano. 

Medición del 

impacto nominal y 

real de los decretos 

regulatorios de la 

política laboral en 

el trienio de 

estudio. 

Variación 

porcentual 

anual 

(Δ%). 

Presidencia 

de la 

República / 

Ministerio 

del Trabajo. 

Gasto 

Público 

Conjunto de 

erogaciones y 

Cuantificación 

anual del 

Billones de 

pesos 

Ministerio de 

Hacienda y 
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Variable Definición 

Conceptual 

Definición 

Operacional 

Indicador 

/ Unidad 

de Medida 

Fuente de 

Información 

  

Pensional 

(Variable 

Dependiente

) 

transferencias de 

recursos que el 

Estado realiza 

para financiar las 

obligaciones del 

Régimen de 

Prima Media. 

presupuesto 

asignado a la 

partida de 

seguridad social 

pensional dentro 

del presupuesto de 

gastos del erario. 

colombiano

s (COP) y 

porcentaje 

de 

participació

n dentro 

del PGN. 

Crédito 

Público 

(MHCP). 

Sostenibilid

ad Fiscal 

(Variable de 

Impacto) 

Capacidad de las 

finanzas públicas 

para mantener el 

cumplimiento de 

sus obligaciones 

de gasto y deuda 

sin comprometer 

su solvencia. 

Evaluación del 

espacio fiscal y la 

salud 

macroeconómica 

del Estado frente a 

los compromisos de 

gasto rígido 

obligatorio. 

Déficit 

Fiscal GNC 

(% del 

PIB) y 

cumplimie

nto de las 

metas del 

Marco 

Fiscal de 

Mediano 

Comité 

Autónomo 

de Regla 

Fiscal 

(CARF) / 

MHCP. 
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Variable Definición 

Conceptual 

Definición 

Operacional 

Indicador 

/ Unidad 

de Medida 

Fuente de 

Información 

  

Plazo. 

Tasa de 

Informalid

ad Laboral 

(Variable 

Intervinient

e) 

Proporción de la 

población 

ocupada que no 

realiza aportes 

obligatorios al 

sistema de 

seguridad social 

pensional. 

Medición de la 

brecha estructural 

del mercado de 

trabajo que 

restringe los 

ingresos de 

cotización y 

presiona el subsidio 

estatal. 

Porcentaje 

de 

ocupados 

informales 

respecto al 

total de la 

población 

ocupada. 

Departament

o 

Administrati

vo Nacional 

de 

Estadística 

(DANE). 

Rigidez 

Presupuest

al 

(Variable 

Correlacion

Grado de 

inflexibilidad del 

Presupuesto 

General de la 

Nación debido a 

Cálculo del 

porcentaje del 

presupuesto total 

del GNC 

comprometido de 

Porcentaje 

de Gasto 

Rígido 

frente al 

total de 

Ministerio de 

Hacienda y 

Crédito 

Público 

(MHCP). 
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Variable Definición 

Conceptual 

Definición 

Operacional 

Indicador 

/ Unidad 

de Medida 

Fuente de 

Información 

  

al) rentas destinadas 

y gastos 

obligatorios de 

ley. 

forma ineludible en 

funcionamiento y 

deuda, limitando la 

inversión. 

apropiacion

es del 

PGN. 

Indexación 

Pensional 

Dual 

(Variable de 

Control 

Legal) 

Mecanismo legal 

diferenciado 

(Art. 14, Ley 

100/93) que 

reajusta mesadas 

según el 

SMLMV 

(mínimo) o el 

IPC (superiores). 

Distribución 

estadística y 

demográfica de la 

nómina pensional 

para cuantificar el 

"efecto arrastre" del 

salario mínimo 

sobre el gasto total. 

Porcentaje 

de 

pensionado

s 

concentrad

os en el 

rango de un 

(1) 

SMLMV 

(60,80% de 

la 

población). 

Administrad

ora 

Colombiana 

de Pensiones 

(Colpensione

s). 

Nota. Elaboración propia con base en información del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
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DANE, CARF y Colpensiones.  

 Población y muestra 

La población corresponde al conjunto total de elementos sobre los cuales se desarrolla la 

investigación y respecto de los cuales se pretende obtener información (Tamayo & Tamayo, 

2004). 

  

Para Hernández Sampieri y Mendoza (2018), la población es el conjunto de todos los 

casos que concuerdan con determinadas especificaciones. 

 En consecuencia, la población de esta investigación está conformada por: 

·         

●​ Documentos fiscales oficiales; 

●​ Informes técnicos; 

●​ Estadísticas presupuestales; 

●​ Documentos normativos; 

●​ y registros institucionales relacionados con salario mínimo, gasto público 

pensional y sostenibilidad fiscal en Colombia durante el período 2024–2026. 

Dentro de esta población se incluyen: 

●​ Presupuesto General de la Nación (PGN); 

●​ Marcos Fiscales de Mediano Plazo (MFMP); 

●​ Informes del Banco de la República; 

●​ Informes del Comité Autónomo de la Regla Fiscal (CARF); 

●​ Estadísticas de Colpensiones; 
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●​ Decretos de fijación del salario mínimo; 

●​ Documentos del DANE; 

●​ e informes del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

 La investigación utiliza un muestreo no probabilístico de tipo documental e intencional. 

Otzen y Manterola (2017) señalan que el muestreo no probabilístico corresponde a una 

técnica donde los elementos son seleccionados conforme a criterios definidos por el investigador 

y no mediante procedimientos aleatorios. 

En este caso, los documentos fueron seleccionados considerando: 

●​ Relevancia temática; 

●​ Disponibilidad de información; 

●​ Confiabilidad institucional; 

●​ Actualidad; 

●​ y relación con las variables objeto de estudio. 

 

Asimismo, el muestreo es documental porque la información se obtiene principalmente de 

fuentes secundarias oficiales y técnicas. 

​ Frente a la unidad de análisis, esta corresponde al elemento sobre el cual se recolecta 

información y se realizan las observaciones del estudio (Hernández Sampieri & Mendoza, 2018). 

En la presente investigación, la unidad de análisis está conformada por: 

●​ Las variaciones anuales del SMLMV; 

●​ El gasto público pensional; 

●​ Los indicadores fiscales del Gobierno Nacional Central; 
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●​ y los documentos oficiales relacionados con sostenibilidad fiscal durante el período 

2024–2026. 

Método o instrumento para la recolección de información 

La técnica de recolección de datos será de tipo documental. Esta técnica implica la 

recopilación, revisión y análisis de información proveniente de informes, artículos académicos y 

estudios previos. Como señala Bernal (2016), la investigación documental constituye una 

herramienta eficaz para el análisis de fenómenos complejos y la obtención de datos confiables (p. 

143). 

En este sentido, se realizará una revisión sistemática de documentos institucionales oficiales, 

tales como informes, reportes, bases de datos y otras fuentes de información. 

Entre las principales fuentes se encuentran: 

Colpensiones: Boletines  

Departamento Nacional de Planeación DNP: Informes y Estudios 

Banco de la República: Boletines, Estudios, Informes 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público MHCP: Plan Financiero, Marco Fiscal de 

Mediano Plazo. PGN 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística DANE: Información IPC, 

Inflación, Longevidad y encuesta nacional de hogares. 

Fedesarrollo: Estudios Económicos e Informes 

Comité Autónomo de la Regla Fiscal CARF: Comunicados y Documentos Técnicos 
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Comisión Económica para América Latina y el Caribe CEPAL: Estudios económicos y 

de Finanzas Públicas. 

La recolección y el análisis de datos secundarios constituyen la base de la investigación 

(Hernández Sampieri, 2018). En este contexto, se emplearán datos históricos relacionados con el 

salario mínimo, el gasto pensional y diversos indicadores fiscales. Este método resulta 

pertinente, ya que permite analizar la evolución de las variables objeto de estudio a lo largo del 

tiempo, así como posibles relaciones entre ellas. 

El instrumento utilizado para la recolección de información fue una matriz documental, 

diseñada para organizar, clasificar y sistematizar la información cuantitativa y cualitativa 

obtenida de las fuentes oficiales consultadas. 

  

De acuerdo con Palella y Martins (2012), la matriz documental constituye un instrumento 

técnico de sistematización que permite registrar información relevante proveniente de 

documentos, facilitando posteriormente su análisis e interpretación dentro del proceso 

investigativo. 

  

La matriz documental permitió registrar: 

  

●​ fuente documental; 

●​ año; 

●​ variable analizada; 

●​ indicadores económicos y fiscales; 

●​ información estadística; 

 

https://www.cepal.org/es
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●​ hallazgos relevantes; 

●​ y relación con los objetivos de investigación. 

  

A través de este instrumento se consolidó información relacionada con: 

  

●​ evolución del salario mínimo; 

●​ inflación; 

●​ productividad; 

●​ informalidad laboral; 

●​ gasto pensional; 

●​ servicio de la deuda pública; 

●​ inversión pública; 

●​ y composición del Presupuesto General de la Nación.  

7.1 Matriz documental de referencias de la investigación (2024–2026)  

La siguiente matriz recopila y sistematiza las fuentes de información primarias, 

secundarias y de fundamentación metodológica utilizadas de manera directa en la construcción 

del capítulo de resultados, el desarrollo analítico de las variables y el contraste estadístico de la 

investigación. 

 

Tabla 2  

Matriz documental de referencias de la investigación (2024–2026)  
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Autor / Institución Año Título del Documento / 
Publicación 

Aplicación Específica 
en los Resultados 
  

ANIF - Asociación 
Nacional de 
Instituciones 
Financieras 

2024 Sostenibilidad fiscal y el reto 
del gasto pensional en 
Colombia: Informe de 
coyuntura macroeconómica. 

Sustento del canal de 
transferencia 
presupuestal y cálculo 
de absorción de 
subsidios (46% de las 
transferencias totales del 
PGN hacia pensiones de 
salario mínimo). 

Arango, L. E., 
Botero, J. A., 
Dávalos, E., Gallo, 
D., & Hernández, 
E. 

2022 Efectos fiscales del salario 
mínimo en Colombia 
(Borradores de Economía 
Núm. 1216). Banco de la 
República de Colombia. 

Fundamentación teórica 
y econométrica del 
efecto indexación 
directo con elasticidad 
de 1,00 para las mesadas 
atadas al piso legal. 

Colpensiones - 
Administradora 
Colombiana de 
Pensiones 

2024
- 

2026 

Informes de Gestión (2024), 
Boletines Estadísticos 
Mensuales (2025) y 
Presupuesto de Ingresos y 
Gastos de la Vigencia 2026. 

Extracción de la rigidez 
demográfica (60,80% en 
1 SMLMV), datos de 
pirámide de edad (7,12 
millones de afiliados) y 
proyección del gasto 
nominal de $78,5 
billones para 2026. 

CARF - Comité 
Autónomo de 
Regla Fiscal 

2025 Concepto técnico sobre el 
espacio fiscal del Gobierno 
Nacional Central y las 
presiones del gasto rígido en 
Colombia. 

Validación analítica de 
las alertas sobre el 
estrechamiento del 
espacio fiscal, 
superación de techos 
presupuestales y 
vulnerabilidad ante la 
indexación de mesadas 
obligatorias. 
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Autor / Institución Año Título del Documento / 
Publicación 

Aplicación Específica 
en los Resultados 
  

Congreso de 
Colombia 

2023
- 

2025 

Leyes de Presupuesto 
General de la Nación (Ley 
2342 de 2023 para la 
vigencia 2024, Ley 2425 de 
2024 para la vigencia 2025, 
Ley 2559 de 2026 para la 
vigencia 2026). 

Insumos y datos 
financieros históricos y 
presupuestados para la 
variable 
macroeconómica de 
Gasto Público Pensional 
($57,4B, $66,0B y 
$78,5B 
respectivamente). 

DANE - 
Departamento 
Administrativo 
Nacional de 
Estadística 

2024
- 

2025 

Proyecciones nacionales y 
departamentales de 
población 2018-2070 / 
Indicadores de informalidad 
y mercado de trabajo 
(GEIH). 

Suministro de las 
variables demográficas 
de control de la 
transición de edad y la 
tasa de informalidad 
laboral estructural fijada 
en el 58,90%. 

Fedesarrollo 2025 Tendencias económicas y 
análisis del impacto de la 
política laboral en el sistema 
de seguridad social. 

Contextualización y 
soporte analítico sobre 
los efectos contractivos 
de los costos laborales 
en la densidad de 
cotizaciones al Régimen 
de Prima Media. 

Gujarati, D. N., & 
Porter, D. C. 

2010 Econometría (5.ª ed.). 
McGraw-Hill 
Interamericana. 

Fundamentación 
matemática para la 
formulación del 
Coeficiente de Pearson 
(r = 0,985$) y la 
justificación teórica del 
supuesto analítico de 
ceteris paribus. 
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Autor / Institución Año Título del Documento / 
Publicación 

Aplicación Específica 
en los Resultados 
  

Hernández-Sampi
eri, R., & 
Mendoza, C. P. 

2018 Metodología de la 
investigación: Las rutas 
cuantitativa, cualitativa y 
mixta. 

Validación 
procedimental de la ruta 
de enfoque 
empírico-analítico, el 
alcance asociativo de las 
hipótesis y los criterios 
de significancia 
estadística bilateral 
(0,01). 

Presidencia de la 
República / 
Ministerio del 
Trabajo 

2023
- 

2025 

Decretos de fijación del 
Salario Mínimo Legal 
Mensual Vigente (Decreto 
2292 de 2023, Decreto 2250 
de 2024, Decreto 0159 de 
2026). 

Datos oficiales de la 
variable independiente 
(X): porcentajes de 
ajuste nominal 
correspondientes al 
12,0% (2024), 6,2% 
(2025) y 23,0% (2026). 

SFC - 
Superintendencia 
Financiera de 
Colombia 

2025
- 

2026 

Reportes Estadísticos e 
Informes Mensuales del 
Sistema de Pensiones y 
Comportamiento de los 
Regímenes Prestacionales. 

Provisión de datos del 
control sectorial: 
dinámica agregada de 
traslados interregímenes 
(RAIS al RPM) y tasas 
de retención/pérdida de 
aportantes. 

Wooldridge, J. M. 2015 Introducción a la 
econometría: Un enfoque 
moderno (5.ª ed.). Cengage 
Learning. 

Sustento analítico para 
la aplicación del 
Coeficiente de 
Spearman ($\rho = 
1,000$) basado en la 
conversión ordinal de 
rangos no paramétricos 
para muestras reducidas 
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Autor / Institución Año Título del Documento / 
Publicación 

Aplicación Específica 
en los Resultados 
  

($N=3$). 

Nota. Elaboración propia con base en documentos institucionales, informes técnicos y literatura 
académica especializada consultada durante el período 2024–2026.  

 
Técnicas de análisis de datos 

 

Conforme a los objetivos de la investigación y a los resultados obtenidos sobre el 

comportamiento del Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV), el mercado laboral, el 

gasto público pensional y la sostenibilidad fiscal en Colombia durante el período 2024–2026, se 

emplearon técnicas de análisis cuantitativo de tipo descriptivo y correlacional. 

  

Estadística descriptiva 

 ​ La investigación utilizó estadística descriptiva como técnica principal para organizar, 

resumir y representar el comportamiento de las variables económicas, fiscales y laborales 

analizadas en el estudio. 

  

Según Martínez Bencardino (2012), la estadística descriptiva permite presentar, clasificar 

y analizar información cuantitativa mediante tablas, gráficos, tendencias y variaciones 

porcentuales, facilitando la interpretación del comportamiento de los fenómenos observados. 

  

En el desarrollo de la investigación, esta técnica permitió: 
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●​ construir tablas comparativas; 

●​ calcular variaciones porcentuales; 

●​ analizar el comportamiento interanual de las variables; 

●​ y representar la evolución del gasto público y del mercado laboral durante el período 

2024–2026. 

Análisis correlacional descriptivo 

  

La investigación incorporó análisis correlacional con el propósito de identificar la relación 

existente entre: 

●​ incremento del Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV); 

●​ informalidad laboral; 

●​ gasto público pensional; 

●​ servicio de la deuda pública; 

●​ y sostenibilidad fiscal del Gobierno Nacional Central. 

  

Según Hernández Sampieri y Mendoza (2018), los estudios correlacionales buscan 

determinar el grado de asociación entre variables sin establecer necesariamente relaciones de 

causalidad. 

 

Dado el carácter documental y descriptivo de la investigación, el análisis correlacional se 

desarrolló principalmente mediante comparación de tendencias fiscales y presupuestales 

provenientes de fuentes oficiales. 
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El análisis correlacional desarrollado en la investigación permitió identificar relaciones 

estructurales entre las variables económicas, laborales y fiscales analizadas durante el período 

2024–2026. 

   7.2 Validación de instrumentos 

Debido a la naturaleza metodológica de la presente investigación, la cual se fundamenta 

en un diseño cuantitativo de alcance descriptivo-correlacional basado exclusivamente en el 

análisis de fuentes de información secundarias de carácter oficial, no se requirió el diseño, ni 

validación de instrumentos primarios de recolección de datos (tales como encuestas, 

cuestionarios o guiones de entrevista estructurada). 

En su lugar, la validez, confiabilidad y de las variables analizadas están plenamente 

garantizados por el carácter institucional, técnico y legal de las entidades emisoras del Estado 

colombiano de las cuales se extrajeron las series de datos; específicamente el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público (MHCP), el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

(DANE) y la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones). Dichos organismos 

procesan, consolidan y publican su información financiera, laboral y demográfica bajo estrictos 

protocolos de regulación estadística, auditorías gubernamentales y marcos legales vigentes (tales 

como las Leyes anuales de Presupuesto General de la Nación y las certificaciones del Marco 

Fiscal de Mediano Plazo), lo que asegura la consistencia interna, la trazabilidad macroeconómica 

y la veracidad de los insumos cuantitativos utilizados para dar cumplimiento a los objetivos de 

este estudio. 
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7.3 Resultados 

 

El análisis de la incidencia del salario mínimo sobre el gasto público pensional y la 

estabilidad macrofiscal de la Nación requiere comprender factores que condicionan el 

comportamiento del Régimen de Prima Media (RPM). Dado que este sistema opera bajo un 

modelo de reparto simple basado en la solidaridad intergeneracional, su equilibrio financiero de 

caja está subordinado al balance óptimo entre la base de trabajadores activos aportantes y el 

volumen de adultos mayores beneficiarios. Por consiguiente, antes de evaluar las correlaciones 

estadísticas y presupuestales de las vigencias analizadas, se hace indispensable caracterizar la 

dinámica de transición demográfica que enfrenta el país, ya que la evolución biológica y el 

envejecimiento de la población actúan como el principal catalizador exógeno de la rigidez del 

gasto a cargo del erario.  
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 Tabla 3. 

 Dinámica demográfica y la inversión de la pirámide poblacional en Colombia  

 

Indicador 

Demográfico 

Clave 

Valor / 

Tendenci

a Oficial 

Impacto en la Sostenibilidad 

Financiera del Sistema 

Fuente 

Institucional 

  

Esperanza de 

Vida al Nacer 

77,5 años 

(Mujeres: 

80,0 / 

Hombres: 

74,5) 

Prolonga la duración del pago de 

mesadas pensionales en el tiempo, 

incrementando el valor presente 

neto del pasivo contingente del 

Estado. 

DANE - 

Proyecciones 

de Población 

(2024-2026) 

Índice de 

Envejecimiento 

61,2 

mayores 

de 65 

por cada 

100 

menores 

de 15 

Quiebre de la base piramidal. 

Representa una mayor proporción 

de población económicamente 

dependiente frente a una base de 

menores que se contrae de forma 

sostenida. 

DANE - 

Censo y 

Estimaciones 

macrodemográ

ficas 
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Indicador 

Demográfico 

Clave 

Valor / 

Tendenci

a Oficial 

Impacto en la Sostenibilidad 

Financiera del Sistema 

Fuente 

Institucional 

  

Relación de 

Dependencia 

(Soporte) 

1,7 

cotizantes 

activos 

por cada 

1 

pensionad

o 

Ruptura del principio de reparto 

simple (solidaridad 

intergeneracional). Se requieren 

teóricamente al menos 4 

aportantes activos para sostener 

una pensión en el RPM sin 

requerir transferencias del 

presupuesto central. 

Superintenden

cia Financiera 

/ Colpensiones 

Tasa de 

Fecundidad 

1,5 hijos 

por mujer 

Ubicado estructuralmente por 

debajo de la tasa mínima de 

reemplazo generacional (2,1), lo 

que garantiza la profundización y 

aceleración del envejecimiento de 

la fuerza laboral en el mediano 

plazo. 

DANE / 

Observatorio 

Demográfico 

Nacional 

Nota. Los datos reflejan la consolidación estructural de la transición demográfica en Colombia y 

su incidencia directa sobre las finanzas del Régimen de Prima Media. Elaboración propia con 
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base en series e indicadores del DANE, la Superintendencia Financiera de Colombia y estudios 

complementarios de Fedesarrollo y ANIF (2024–2026).  

 

La inversión de la pirámide poblacional en Colombia representa un desafío estructural 

ineludible para las finanzas públicas, al alterar la ecuación fundamental de sostenibilidad del 

Régimen de Prima Media (RPM). En un sistema pensional de reparto simple, los ingresos 

operacionales dependen de un flujo continuo de cotizaciones provenientes de la base de 

trabajadores activos. No obstante, el estrechamiento de los estratos jóvenes en la pirámide y el 

incremento sostenido en la expectativa de vida (77,5 años promedio) han permeado la relación 

de soporte intergeneracional, reduciéndose a un mínimo crítico de solo 1,7 aportantes por cada 

pensionado. 

Esta contracción en la base de aportes corrientes frente a pasivos prestacionales cada vez 

más longevos genera un déficit de caja en Colpensiones, obligando al Gobierno Nacional Central 

a cubrir la diferencia mediante transferencias del Presupuesto General de la Nación (PGN). El 

punto crítico de este fenómeno radica en la indexación legal de los beneficios: dado que la gran 

mayoría de la masa demográfica de pensionados en este régimen está concentrada en el piso 

legal de ingresos, la presión financiera real que el Estado debe asumir anualmente no se rige de 

forma inercial por variables macroeconómicas puras como la inflación general (IPC). Por el 

contrario, queda directamente subordinada a las decisiones regulatorias del mercado de trabajo; 

una realidad que obliga a evaluar de manera inmediata la trayectoria histórica del indicador 

laboral más determinante en la fijación de este piso prestacional: la evolución del salario mínimo 

legal mensual vigente. 

 



75 

Con el fin de establecer la evolución del salario mínimo en los años 2024-2025 y 2026 

podemos evidenciar lo siguiente: 

 

Tabla 4 

Evolución del salario mínimo 2024–2026 

 

Variable 2024 2025 2026 

Salario Mínimo 

(SMLMV) 

$1.300.000 $ 1.423.500 $ 1.750.905 

Auxilio de 

Transporte 

$ 162.000 $ 200.000 $ 247.400 

Variación Nominal 12,07% 9,50% 23% 

Inflación (IPC año 

anterior) 

9,28% (2023) 5,2% (2024) 5,1% (2025) 

Incremento Real 2,79% 4,30% 18,60% 

Mecanismo Decreto 

(Unilateral) 

Decreto 

(Unilateral) 

Decreto (Tras fallo 

judicial) 

Norma (Decreto) Decreto 2292 de 

2023 

Decreto 1572 de 

2024 

Decreto del 19 de 

febrero de 2026 
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Productividad (PTF 

/ Laboral) 

PTF: -1,0% / Lab: 

0,76% 

PTF: 0,5% / Lab: 

1,2% 

PTF: 0,8% / Lab: 

1,5% 

Contribución 

Salarial (PIB) 

34,60% 35,10% 37,2% (Proyectado) 

Crecimiento PIB 0,6% (2023) 2,4% (2024) 3,8% (2025) 

Nota. Elaboración propia con base en información de la DIAN, el Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público (MHCP), ANIF y el Observatorio Laboral de la Universidad del Rosario.  

 

​ Aunque el marco normativo establece que el Salario Mínimo Mensual Legal Vigente 

(SMMLV) debe definirse mediante un proceso de concertación en la Comisión Permanente de 

Concertación de Políticas Salariales y Laborales —integrada por representantes de los 

trabajadores, gremios empleadores y el Gobierno Nacional—, la ley exige que en dicha discusión 

se consideren indicadores técnicos clave. Estos incluyen la inflación del año anterior, la 

contribución de los salarios al ingreso nacional, el crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) 

y la productividad. No obstante, al analizar el periodo 2024-2026, destaca que el incremento del 

salario ha superado sistemáticamente la suma de la inflación y la productividad, evidenciando 

una desconexión entre el ajuste salarial y la capacidad real de generación de valor de la 

economía.   

Se requiere igualmente tener un especial énfasis en el incremento salarial para el año 

2026, toda vez que de acuerdo con el decreto 0159 del 19 de febrero del 2026, las variables que 

tuvo en cuenta el gobierno nacional actual para realizar el incremento del 23% están descritas en 

la tabla # ya no se habla de un salario mínimo sino que pasa a la figura de salario mínimo vital, 
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donde el gobierno afirma que la fijación del salario mínimo no debe corresponder a criterios 

exclusivamente económicos sino que también debe existir una armonía entre la justicia social, la 

equidad y la distribución de los beneficios económicos atendiendo los estándares de la 

Organización Internacional del trabajo OIT sobre la protección del salario como un instrumento 

de justicia social que permita cubrir las necesidades básicas del trabajador y su núcleo familiar. 

Tabla 5 

Método agregado de parámetros para el salario mínimo vital 2026  

Salario mínimo mensual legal vigente 2025 en pesos $ 1.423.500 

A. inflación 2025 esperada 5,30% Cierre de brecha 

parcial del salario 

mínimo al salario 

vital- ajuste 

progresivo (OIT, 

2024). 9.4% 

B. Productividad Total de Factores (PTF). 3 Trim 

2025-DANE 

0,91% 

C. Contribución de salarios al ingreso nacional (I-II T 

2024-2025) DANE 

2,81% 

D. Contribución de salarios al ingreso nacional mixto 

ponderado 

1,65% 

E. Crecimiento estimado del PIB 2025. DANE 2,90% 

Aumento % del salario mínimo (A+B+C+D+E+F) 23,00% 

Aumento $ del salario mínimo $ 327.405 

Salario mínimo vital 2026 1.750.905 

Nota. Elaboración propia con base en el Decreto 0159 de 2026 y estimaciones del 

DANE, la OIT y fuentes económicas nacionales.  
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Bajo la jurisprudencia de la Sentencia C-815 de 1999, el aumento del salario mínimo en 

Colombia no puede ser inferior a la inflación causada del año anterior, garantizando así el 

mantenimiento del poder adquisitivo. Para determinar el incremento real (el porcentaje por 

encima de la inflación), el referente técnico es la productividad. Sin embargo, la elección de este 

indicador —ya sea la Productividad Laboral o la Productividad Total de los Factores 

(PTF)— se ha convertido en un factor de alta discrecionalidad política. Ignorar la PTF o fijar 

incrementos que excedan los márgenes técnicos genera presiones inflacionarias (espiral 

salario-precio) y desincentiva la formalización en el mercado laboral, especialmente en las 

micro, pequeñas y medianas empresas (MiPymes). 

 

Un aspecto a analizar para este periodo de tiempo es ver el comportamiento del mercado 

laboral respecto al incremento del salario mínimo y ver su incidencia en el trabajo informal. 

 

Tabla 6 

Mercado laboral en Colombia: desempleo e informalidad (2024–2026)  

 

Variable 2024 (Promedio) 2025 (Promedio) 2026 (Corte a 

Marzo) 

Tasa de 

Desempleo (TD) 

10,20% 10,70% 11,60% 

Ocupación 

Informal 

56,00% 57,30% 58,90% 
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Ocupación 

Formal 

44,00% 42,70% 41,10% 

Aumento 

Salarial 

(SMLMV) 

12,07% 9,50% 23% 

Nota. Elaboración propia con datos proyectados del DANE (GEIH) y reportes de 

mercado laboral de ANIF y Fedesarrollo (2026).   

 

El análisis de este periodo 2024-2026 revela un marcado fenómeno de expulsión hacia la 

informalidad, derivado de la creciente rigidez en los costos de contratación formal. La 

contracción de 2,9 puntos porcentuales en la ocupación formal sugiere que el incremento del 

salario mínimo —que alcanzó un hito del 23% en 2026— ha superado la productividad marginal 

del trabajo. Ante esta asimetría, el tejido empresarial, especialmente en los sectores intensivos en 

mano de obra, ha optado por estrategias de adaptación no cooperativas con el sistema de 

seguridad social. En lugar de enfrentar el cese de operaciones, las unidades productivas han 

migrado hacia esquemas de contratación extralegales para eludir las cargas prestacionales, lo que 

erosiona la base gravable y precariza la estabilidad del empleo. 

  

La persistencia de una tasa de informalidad cercana al 59% en 2026 constituye una de las 

fallas estructurales más críticas del mercado laboral, evidenciando que casi seis de cada diez 

trabajadores operan al margen del sistema de seguridad social. En este contexto, los incrementos 

agresivos del Salario Mínimo Mensual Legal Vigente (SMMLV) han dejado de funcionar como 

una red de protección para convertirse en una barrera institucional de entrada. Al fijar un costo 
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legal de contratación que excede la productividad marginal de una vasta proporción de la fuerza 

laboral, el marco regulatorio impide de facto el tránsito hacia la formalidad. Así, el salario 

mínimo actúa como un mecanismo de exclusión que condena a los trabajadores de menor 

calificación a la precariedad laboral, dado que el valor que generan no alcanza a cubrir el 'piso' 

de remuneración y cargas prestacionales exigido por la ley. 

 

En este punto puede determinarse que los efectos del incremento del salario minimo   en 

las finanzas públicas (vease Botero 2022) son de dos tipos Directos e Indirectos. Siendo los 

primeros efectos “el Aumento del salario se constituye como base de cotización mínima de la 

seguridad social: el salario mínimo es la base de cotización tanto en el régimen de reparto o 

Régimen de Prima Media (RPM), del sistema de pensiones, como en el componente contributivo 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). Así, cuanto más alto es el salario 

mínimo mayores son los ingresos por estos conceptos que van a Colpensiones y a la 

Administradora de Recursos del Sistema de Salud (ADRES). El segundo efecto directo del 

salario mínimo sobre las finanzas públicas se materializa por el lado de los gastos, al constituirse 

como piso de las pensiones del RPM. Por lo tanto, en la medida en que aumente el salario 

mínimo aumentarán los ingresos, pero también lo harán los gastos. Un tercer efecto directo del 

aumento del salario mínimo surge de considerar los pagos de nómina de las fuerzas militares, en 

particular de los soldados e infantes de marina” En los Indirectos se evidencian efectos en la 

informalidad laboral ,que adicional a lo expresado anteriormente tienen en cuenta el impacto en 

los Ingresos Tributarios1. 

 

1 Si requiere profundizar en los efectos del Incremento del Salario Mínimo en los Ingresos del Gobierno Central ver 
Arango, L. E., Botero, J. A., Dávalos, E., Gallo, D., & Hernández, E. (2022). Efectos fiscales del salario mínimo en 
Colombia (Borradores de Economía Núm. 1216). Banco de la República de Colombia 
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Por ende acorde a estos autores (Botero 2022) puede resumirse el efecto del incremento salario 

mínimo en el siguiente cuadro: 

Tabla 7 

Efectos del incremento del salario mínimo en las finanzas públicas  

EFECTOS DIRECTOS 

EFECTOS INDIRECTOS 

Aumento Informalidad laboral 

Afiliación de los trabajadores a los 

regímenes de 

pensiones (RPM) y contributivo de 

salud 

Nomina 

Oficial Ingresos Gastos 

Ingresos Gastos Gastos Menores ingresos 

Mayores ingresos 

por una 

base de cotización 

más alta al efectuar 

contribuciones al 

Régimen de Prima 

Media 

y al régimen 

contributivo de 

salud. 

por concepto de IVA 

Corto plazo: 

mayores 

gastos en el 

régimen 

subsidiado de 

salud. 

Largo plazo: 

mayores 

gastos por 

Mayor 

Colombia y 

Beneficios 

Mayores ingresos 

por una base 

de cotización más 

alta al efectuar 

contribuciones al 

Régimen de Prima 

Media y al régimen 

contributivo de 

salud. 

Mayores gastos 

por concepto de 

pensión mínima 

en el Régimen 

de 

Prima Media. 

Mayores 

gastos por 

concepto 

de nómina de 

fuerzas 

militares 

(soldados e 

infantes de 

marina). 
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e impuesto a la 

renta. 

 

Menor recaudo por 

concepto de 

contribuciones al 

Régimen de Prima 

Media 

y al subsistema 

contributivo de 

salud. 

Económicos 

Periódicos 

(BEPS). 

Nota. Elaboración propia con base en Botero (2022), Efectos fiscales del salario mínimo en 

Colombia (Borradores de Economía No. 1216), Banco de la República de Colombia.  

 

 ​ Adicional a las distorsiones en el mercado laboral, la fijación del salario mínimo ejerce 

una presión determinante sobre la estabilidad de las finanzas públicas a través del fenómeno de 

la indexación. En Colombia, el salario mínimo actúa como un indexador automático de diversos 

rubros del gasto estatal, siendo el sistema pensional el componente más sensible a esta dinámica. 

Debido a que el marco legal prohíbe que una mesada sea inferior al SMMLV, cada incremento 

del salario dispara de forma inmediata el gasto en el Presupuesto General de la Nación (PGN). 

Esta rigidez presupuestal genera un efecto de desplazamiento que condiciona el equilibrio fiscal 

del país. Por tanto, es oportuno ver el gasto público pensional para este trienio. 
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Tabla 8 

Gasto público pensional en el Presupuesto General de la Nación (2024–2026)  

 

Concepto / Entidad 2024 (Billones 

COP) 

2025 (Billones 

COP) 

2026 (Billones COP) 

Colpensiones y FOPEP 

(Regimen Prima 

Media) 

$ 26,40 $ 28,10 $ 35,00 

Magisterio (FOMAG) 

(Régimen Especial) 

$ 14,20 $ 20,80 $ 22,80 

Asignaciones de Retiro 

(CASUR y CREMIL) 

$ 13,50 $ 15,80 $ 17,20 

Otros Regímenes 

Especiales (Cajanal, 

Otros) 

$ 3,30 $ 3,40 $ 3,50 

TOTAL GASTO 

PENSIONAL PGN 

$ 57,40 $ 68,10 $ 78,50 

Nota. Elaboración propia con base en datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

(2023–2024) y el Departamento Nacional de Planeación (2025). Las cifras de 2026 corresponden 

a apropiaciones presupuestales iniciales y proyecciones. CASUR y CREMIL incluyen 

únicamente asignaciones de retiro de la Fuerza Pública.  
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La estructura del gasto pensional en Colombia evidencia una alta concentración en 

regímenes especiales, como el Magisterio (FOMAG) y las asignaciones de retiro de la Fuerza 

Pública (CASUR y CREMIL), los cuales representan casi la mitad de las transferencias del PGN 

por este concepto. Esta segmentación no solo responde a derechos adquiridos, sino que impone 

un piso de gasto extremadamente rígido. Al poseer reglas de indexación y beneficios que a 

menudo difieren del régimen general de prima media, estas partidas se vuelven inmunes a los 

ciclos económicos, obligando al Estado a priorizar su financiamiento incluso en escenarios de 

bajo recaudo tributario.  

 

Desde una perspectiva fiscal, esta concentración genera una inflexibilidad presupuestal 

de carácter estructural. Dado que el Estado actúa como garante último de estos fondos, cualquier 

desfase entre los aportes de los activos y las mesadas de los jubilados debe ser cubierto con 

recursos del Presupuesto General. En el periodo de 2024-2026, esta dependencia se ha 

incrementado, transformando el gasto pensional en el principal determinante de la rigidez del 

gasto corriente. 

 

Es fundamental precisar desde la perspectiva de la contabilidad pública que la 

vulnerabilidad derivada de esta rigidez presupuestal no se distribuye de manera homogénea en 

todo el sector público, sino que se concentra exclusivamente en el balance financiero del 

Gobierno Nacional Central (GNC). De acuerdo con el diseño institucional y normativo de la 

seguridad social en Colombia, el GNC opera como el garante de última instancia de los descalces 

financieros de Colpensiones, así como del financiamiento deficitario de los regímenes especiales 
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del Magisterio (FOMAG) y las asignaciones de retiro de la Fuerza Pública (CASUR y 

CREMIL).  

 

A diferencia de las entidades territoriales (alcaldías y gobernaciones), cuyos presupuestos 

se encuentran relativamente aislados de los pasivos pensionales directos del orden nacional, el 

GNC debe destinar recursos directos de la recaudación de impuestos nacionales para cubrir el 

diferencial entre las cotizaciones activas y el pago efectivo de las mesadas. En el periodo 

2024-2026, el hecho de que el gasto pensional consolidado del PGN asciende a $78,5 billones de 

pesos implica una severa restricción para la política macroeconómica central. Al absorber el 

GNC la totalidad de este riesgo indexatorio, se reduce drásticamente su espacio fiscal para 

ejecutar transferencias discrecionales, financiar programas de desarrollo regional o estabilizar la 

economía ante choques externos, consolidando una centralización del riesgo soberano en las 

cuentas de la Nación.  

El incremento acumulado del 36,7% en el gasto pensional durante el periodo de estudio 

es el resultado directo de una política de indexación vinculada al Salario Mínimo Mensual Legal 

Vigente (SMMLV). En un sistema donde la gran mayoría de las pensiones están atadas 

constitucionalmente al salario mínimo, un aumento del 23% en 2026 actúa como un 

multiplicador automático del gasto público. Este fenómeno crea una desconexión entre el costo 

de las obligaciones del Estado y la capacidad de generación de riqueza del país, ya que el gasto 

crece a tasas nominales que superan el crecimiento del PIB. 

Técnicamente, esta dinámica afecta la sostenibilidad de las finanzas públicas al generar 

una brecha fiscal. Mientras que los ingresos del Estado dependen de la dinámica económica y el 

recaudo , el gasto pensional se expande por decisiones administrativas de ajuste salarial. Esta 
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brecha obliga al Estado a recurrir de manera sistemática al endeudamiento para cubrir gastos de 

funcionamiento, lo que a largo plazo incrementa el costo del servicio de la deuda y compromete 

la calificación crediticia de la nación. 

La interacción entre las variables del mercado laboral y los agregados de las finanzas 

públicas descritos configura lo que analíticamente puede denominarse como la 'pinza 

macrofiscal' del sistema pensional colombiano. Este fenómeno describe una doble fuerza 

exógena que deteriora la sostenibilidad del erario público por el lado de los ingresos y de los 

egresos de forma simultánea. Por una parte, el incremento disruptivo del SMMLV del 23% en el 

año 2026 opera como un indexador inercial que eleva de manera automática el flujo de egresos 

destinados a cubrir las mesadas obligatorias atadas por ley al salario mínimo. 

Por otra parte, la respuesta adaptativa del tejido empresarial ante este choque de costos 

—materializada en la contracción de 2,9 puntos porcentuales de la ocupación formal y el 

asentamiento de la informalidad en un 58,90% para 2026— afecta de forma correlativa la base 

de cotizantes activos de la economía. Al migrar una parte significativa de la fuerza laboral hacia 

la informalidad, se deprime la densidad de cotización y disminuyen los ingresos por aportes 

parafiscales al Régimen de Prima Media. En consecuencia, la fijación del salario mínimo 

desproporcionada respecto a la productividad total de los factores incrementa el déficit 

estructural desde ambos extremos del balance pensional: asfixia el recaudo del sistema 

contributivo en el presente y multiplica las obligaciones prestacionales del futuro. 

Bajo esta premisa, a continuación se presenta la evolución del gasto pensional, la 

inversión pública y el servicio de la deuda para el periodo 2024-2026. El propósito de este 
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contraste es analizar las relaciones entre estas partidas en el Presupuesto Público y su incidencia 

en el mismo. 

Tabla 9 

Evolución de los rubros críticos del PGN: pensiones, inversión y deuda (2024–2026)   

Concepto 2024 2025 2026 Variación Total (24 vs 26) 

Gasto 

Pensional 

$ 57,40 $ 68,10 $ 78,50 + 36,7% (Crecimiento sostenido) 

Gasto de 

Inversión 

$ 99,30 $ 70,50 $ 77,00 - 22,4% (Caída y estancamiento) 

Servicio de la 

Deuda 

$ 94,50 $ 112,60 $ 125,80 + 33,1% (Crecimiento acelerado) 

Nota. Cifras expresadas en billones de pesos colombianos corrientes. La variación porcentual 

corresponde al cambio acumulado entre 2024 y 2026. Elaboración propia con base en la Ley 

2342 de 2023, el Decreto 1523 de 2024 y el Proyecto de Presupuesto General de la Nación 2026 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. . 

Así mismo es relevante visualizar el desglose del gasto y ver su crecimiento porcentual, 

para el trienio de estudio con el fin de analizar el detalle y composición de los gastos de 

transferencia y evidenciar el crecimiento porcentual en dicho periodo y así poder entender la 

dinámica entre las variables de indexación y su incidencia en la sostenibilidad de las finanzas 

públicas. 
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Tabla 10 

Desglose jerárquico del PGN con variación porcentual acumulada (2024–2026)  

 

Concepto 

Presupuestal 

2024 

(Billones) 

2025 

(Billones) 

2026 

(Billones) 

Total 

Trienio 

(Billones) 

Variación 

% (24-26) 

I. GASTOS DE 

FUNCIONAMIEN

TO 

308,8 327,9 358.1 994,8 15.96% 

   1. Transferencias 

Corrientes 

228,6 242,1 262.4 733,1 14.78% 

      a. Gasto Público 

Pensional 

57,4 68,1 78.5 204 36,70% 

      b. Sist. Gral. 

Participaciones 

(SGP) 

70,5 76,2 82.1 228,8 16,50% 

      c. Otras 

Transferencias 

(Salud, Soc.) 

100,7 97,8 101.8 300.3 1.09% 
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   2. Otros Gastos 

(Personal, Bienes, 

etc.) 

80,2 85,8 95.7 261,7 19,30% 

II. SERVICIO DE 

LA DEUDA 

PÚBLICA  

94,5 112,6 100.4 307.5 6.24% 

III. GASTO DE 

INVERSIÓN  

99,3 70,5 88.4 270.2 -10.97% 

TOTAL GENERAL 

(GASTOS PGN) 

502,6 511 546.9 1.572,5 8.81% 

Nota. Cifras expresadas en billones de pesos colombianos corrientes. La variación porcentual 

corresponde al cambio acumulado entre 2024 y 2026. Elaboración propia con base en datos del 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2023–2024) y proyecciones del Departamento 

Nacional de Planeación (DNP, 2025).  

El análisis empírico de los datos consolidados en la Tabla  # permite identificar las 

fuerzas subyacentes que determinan la actual recomposición del Presupuesto General de la 

Nación. Al contrastar las variaciones porcentuales acumuladas frente al crecimiento global del 

presupuesto (10,80%), se hace evidente una marcada disparidad entre el gasto inflexible y el 

gasto discrecional del Estado.  
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En primer lugar, es necesario señalar que el Gasto Público Pensional constituye el rubro 

de mayor expansión no solo dentro de las Transferencias Corrientes, sino de todo el presupuesto 

de funcionamiento, registrando un crecimiento acumulado del 36,70% en el trienio. Esta cifra 

supera en casi tres veces el crecimiento promedio de las transferencias totales (14,78%) y en más 

de tres veces el crecimiento del PGN global (8.81%).  

 

Este comportamiento asimétrico revela un fenómeno de acaparamiento presupuestal  

dentro de las transferencias del Estado. Mientras el gasto pensional se expande aceleradamente 

debido a los efectos combinados de la transición demográfica y la indexación a los incrementos 

del salario mínimo, otros componentes esenciales, como el rubro de Otras Transferencias (que 

financia el aseguramiento en salud y los programas de subsidios sociales), sufren una contracción 

neta del -2,90%. Esto supone que la rigidez legal de las mesadas pensionales está absorbiendo el 

espacio fiscal de las políticas de equidad social no indexadas, transformando el gasto de 

funcionamiento en una estructura inercial difícil de contener. 

En segundo lugar, el Servicio de la Deuda Pública consolida su posición como el 

segundo vector de mayor presión sobre el erario, registrando un incremento del 33,10% al pasar 

de 94,5 billones de pesos en 2024 a 125,8 billones en 2026. Este crecimiento, equivalente a un 

aumento nominal de 31,3 billones de pesos, refleja las consecuencias del encarecimiento del 

costo de capital (tasas de interés elevadas) y las crecientes necesidades de financiamiento del 

Gobierno Central. 

Desde la perspectiva de la sostenibilidad macrofiscal, el crecimiento en paralelo del gasto 

pensional (36,70%) y de la deuda (33,10%) expone un círculo vicioso de financiamiento. Ante la 

insuficiencia del recaudo tributario para cubrir compromisos corrientes e inflexibles de gran 
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magnitud, el Estado se ve obligado a emitir nuevos títulos de deuda para honrar sus obligaciones 

pasadas. Esta dinámica incrementa de forma agregada el pasivo estatal y el pago de intereses 

futuros, comprometiendo el balance primario y elevando la vulnerabilidad del país ante choques 

en los mercados financieros internacionales. 

En tercer lugar la contrapartida crítica de la expansión de las obligaciones pensionales y 

financieras se materializa en el Gasto de Inversión, el cual experimenta una severa contracción 

del -22,40% en el trienio de estudio, cayendo de 99,3 billones de pesos en 2024 a 77 billones en 

2026. En términos económicos, este comportamiento confirma empíricamente la hipótesis del 

efecto desplazamiento institucional.  

Ante el desplome del recaudo tributario y la inflexibilidad legal de partidas como las 

pensiones y el servicio de la deuda, el escenario fiscal se tornó tan restrictivo que incluso la 

búsqueda de flexibilidad institucional —mediante debates de modificación de metas o la 

activación de las cláusulas de escape de la Regla Fiscal— resultó insuficiente para salvaguardar 

el gasto de capital. Así, la inversión pública terminó operando como la única variable de ajuste 

macroeconómico en las cuentas del Estado. En el año 2026 se consolida un hito de alta 

preocupación fiscal: el presupuesto asignado a la inversión de capital (77 billones) resulta 

inferior al requerimiento neto del subsidio pensional (78,5 billones), lo que reduce de forma 

directa el multiplicador del gasto y desestimula la productividad total de los factores a largo 

plazo.  

Para articular los hallazgos presentados a lo largo de este capítulo —que abarcan desde la 

fijación del salario mínimo y la consecuente respuesta informal del mercado de trabajo, hasta la 

recomposición restrictiva del Presupuesto General de la Nación—, se hace necesario unificar las 
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variables macroeconómicas en un modelo visual correlativo. Esto permite trascender del análisis 

descriptivo de cifras aisladas hacia la comprensión del canal de transmisión que vincula la 

política sociolaboral con la estabilidad del presupuesto público. Bajo esta premisa, la siguiente 

ilustración sintetiza la interacción multidimensional del trienio de estudio, haciendo explícito el 

mecanismo de indexación y el momento preciso en que el presupuesto destinado al 

financiamiento obligatorio de las pensiones absorbe y supera, por primera vez en la historia 

reciente, la totalidad del gasto de inversión nacional  

Figura 1 

Mecanismo de transmisión indexatoria entre el SMMLV, la informalidad laboral, el gasto 

pensional y la inversión pública (2024–2026)  
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Nota. El gráfico ilustra la relación entre el incremento del salario mínimo (SMMLV) y el 

efecto de desplazamiento presupuestal de la inversión frente al gasto pensional. Elaboración 

propia con base en datos del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2026).   

Al examinar la interacción de las variables en el horizonte temporal 2024–2026, el 

comportamiento divergente de las series evidencia la magnitud de la rigidez macrofiscal de la 

nación. La escala monetaria derecha expone de forma contundente un patrón de desplazamiento 

estructural: mientras el gasto destinado a la inversión pública describe una trayectoria 

descendente acentuada, el costo de las transferencias pensionales mantiene una pendiente 

positiva constante. Este cruce de tendencias halla su punto de intersección crítico en el año 2026, 

consolidando una inversión de prioridades presupuestales donde el financiamiento del pasivo 

pensional obligatorio se posiciona formalmente por encima de la formación bruta de capital, 

limitando severamente la capacidad de maniobra contracíclica del Gobierno Central. 

Por su parte, la escala porcentual izquierda vincula de manera directa este desbalance 

presupuestal con las distorsiones del entorno laboral. El salto cuantitativo en la magnitud de la 

barra del SMMLV para 2026 (23%) coincide temporalmente con la aceleración en la curva de la 

informalidad laboral, la cual alcanza su máximo del trienio con un 58,90%. La simultaneidad de 

estos movimientos confirma empíricamente la dinámica de la pinza macrofiscal: el incremento 

salarial por decreto opera como un choque indexatorio que eleva automáticamente el piso del 

gasto inflexible, al tiempo que precariza el empleo formal. Este comportamiento conjunto de las 

series demuestra que la rigidez del presupuesto se ve agravada por la reducción de la base de 

cotizantes activos, configurando un escenario de insostenibilidad donde la política laboral 
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contrae los ingresos del sistema mientras multiplica de forma inercial sus obligaciones 

prestacionales. 

Por lo anterior, al desagregar la nómina de beneficiarios del Régimen de Prima Media 

(RPM) según su mecanismo de indexación legal, se evidencia de manera empírica la causa 

estructural del crecimiento acelerado en los valores del gasto público pensional. Esta 

segmentación —amparada en el Artículo 14 de la Ley 100 de 1993— devela que la masa de 

pasivos pensionales no es homogénea frente a los choques económicos, sino que se encuentra 

mayoritariamente expuesta a las decisiones de la política laboral. A continuación, se presenta la 

distribución anual de la nómina tanto en valores absolutos como en participaciones porcentuales 

para el trienio analizado, lo que permite cuantificar la magnitud de la rigidez presupuestal 

impuesta por el salario mínimo  
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Tabla 11 

Distribución anual de la nómina de pensionados en el Régimen de Prima Media según 

mecanismo de indexación legal (2024–2026)  

 

Mecanismo de 

Indexación Legal 

(Criterio Ley 

100/1993) 

Vigencia Fiscal 

2024 

Vigencia Fiscal 

2025 

Vigencia Fiscal 

2026 (Proy.) 

N° 

Pensiona

dos 

% N° 

Pensiona

dos 

% N° 

Pensiona

dos 

% 

  

Indexación por 

SMLMV 

(Mesadas equivalentes 

a 1 SM) 

1.011.66

0 

60,8

0% 

1.050.620 60,80

% 

1.091.96

0 

60,

80

% 

Indexación por IPC 

(Mesadas superiores a 

1 SM) 

652.220 39,2

0% 

677.340 39,20

% 

704.010 39,

20

% 
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Mecanismo de 

Indexación Legal 

(Criterio Ley 

100/1993) 

Vigencia Fiscal 

2024 

Vigencia Fiscal 

2025 

Vigencia Fiscal 

2026 (Proy.) 

N° 

Pensiona

dos 

% N° 

Pensiona

dos 

% N° 

Pensiona

dos 

% 

  

Total Nómina 

Colpensiones 

1.663.88

0 

100,

00

% 

1.727.960 100,0

0% 

1.795.97

0 

100

,00

% 

 

 

Nota. Elaboración propia con base en informes de gestión de la Administradora 

Colombiana de Pensiones (Colpensiones, 2024–2026), Ley 100 de 1993, leyes de presupuesto 

del Congreso de Colombia y reportes de la Superintendencia Financiera de Colombia (2025).  

Los datos expuestos en la tabla precedente revelan la existencia de una rigidez estructural 

en la composición del pasivo pensional del Régimen de Prima Media (RPM). Aquí se observa  la 

persistencia del factor demográfico-legal: el 60,80% de la nómina total de Colpensiones se 

encuentra concentrada estrictamente en el rango de un (1) Salario Mínimo Legal Mensual 

Vigente (SMLMV). En términos absolutos, esto significa que para la vigencia proyectada de 

2026, más de 1,09 millones de pensionados recibirán sus mesadas calculadas sobre este piso 
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legal, quedando sus ingresos directamente atados al mecanismo de indexación por decreto 

salarial establecido en el Artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

Esta distribución asimétrica de la masa de pensionados desmitifica la idea de que el gasto 

pensional se incrementa de forma inercial según las fuerzas macroeconómicas tradicionales 

como la inflación general. Al estar casi dos terceras partes de la nómina subordinadas al ajuste 

nominal del salario mínimo, se activa lo que Arango et al. (2022) denominan el efecto 

indexación directo. De acuerdo con estos autores, este fenómeno posee una elasticidad de 1,00, 

lo que implica que cualquier incremento del salario mínimo que se sitúe por encima del Índice de 

Precios al Consumidor (IPC) real —como ha ocurrido de manera recurrente en el trienio 

2024–2026— genera una expansión automática, proporcional y en la misma magnitud sobre el 

costo total de la masa prestacional del salario mínimo. 

Dado que el 39,20% restante de la nómina (Régimen de Prima Media superior al mínimo) 

se indexa exclusivamente con el IPC, el salario mínimo se consolida como el principal vector 

exógeno de la inflexibilidad presupuestal. Estudios de la Asociación Nacional de Instituciones 

Financieras [ANIF] (2024) y Fedesarrollo (2025) coinciden en que este segmento atado al salario 

mínimo absorbe cerca del 46% de las transferencias totales del presupuesto nacional destinadas a 

cubrir el sistema pensional. La ampliación constante en términos absolutos de esta base de 

beneficiarios (pasando de 1,01 millones en 2024 a más de 1,09 millones en 2026), en un contexto 

de alta informalidad laboral que estanca los ingresos por cotizaciones, genera un déficit de caja 

endógeno. Como lo ha advertido reiteradamente el Comité Autónomo de Regla Fiscal [CARF] 

(2025), esta brecha financiera obliga al Gobierno Nacional Central a realizar transferencias 

corrientes extraordinarias no financiadas, lo que reduce drásticamente el espacio fiscal para la 
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inversión pública y tensiona los límites de sostenibilidad macroeconómica del Estado bajo los 

estándares de la Regla Fiscal en Colombia. 

Como consecuencia directa de este desplazamiento sectorial del gasto, la composición 

proporcional del Presupuesto General de la Nación experimenta una transformación que 

restringe de forma severa la flexibilidad financiera del Gobierno Central. Para dimensionar de 

manera agregada esta pérdida de margen de maniobra, la siguiente ilustración desglosa la 

relación porcentual intertemporal entre las obligaciones legales inalterables y los recursos 

remanentes para la ejecución de política pública discrecional. 

 

Figura 2 

Composición porcentual del Presupuesto General de la Nación: rigidez estructural frente 

a espacio fiscal discrecional (2024–2026)  
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Nota. El gasto rígido inflexible incluye las partidas de ejecución obligatoria (gastos de 

funcionamiento del Estado y servicio de la deuda pública), mientras que el gasto flexible 

corresponde a la inversión pública discrecional. Elaboración propia con base en las leyes del 

Presupuesto General de la Nación (2024–2025) y la Ley 2559 de 2025 del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público.  

La distribución porcentual de los agregados presupuestales bajo un criterio contable 

homogéneo confirma la consolidación de una rigidez estructural que restringe de forma 

permanente la capacidad operativa del Estado. Al evaluar la composición interna de las 

columnas, se evidencia que las obligaciones inalterables de la nación —que consolidan los gastos 

de funcionamiento indexados, las transferencias constitucionales del SGP y el servicio de la 

deuda pública— capturan de forma sostenida más de las cuatro quintas partes del Presupuesto 

General de la Nación durante todo el trienio. Al inicio del periodo en 2024, el Gasto Rígido ya 

representaba un crítico 80,12% del total, comportamiento que se agudiza en los años 

subsecuentes al registrar un 84,23% en 2025 y estabilizarse en un 83,84% para la vigencia fiscal 

aprobada de 2026. Este ensanchamiento relativo del bloque rígido demuestra que la expansión 

del gasto general no responde a una planeación discrecional de la inversión, sino a inercias 

normativas y compromisos financieros que indexan el presupuesto de manera independiente a la 

dinámica real de los ingresos fiscales. 

Esta asimetría intertemporal se traduce en una compresión estructural del espacio fiscal 

discrecional, el cual permanece estancado por debajo del 20% a lo largo del horizonte estudiado, 

alcanzando su punto más bajo en el año 2025 con un 15,77% y situándose en un 16,16% (88,4 

billones de pesos) en 2026. La relevancia de este comportamiento radica en que el gasto flexible 

—representado exclusivamente por la formación de capital e inversión pública— opera de facto 
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como la única variable de ajuste financiero disponible para el Gobierno Nacional Central de cara 

al cumplimiento de las metas de la Regla Fiscal. El estrechamiento severo de este margen 

corrobora empíricamente que el presupuesto nacional se encuentra condicionado por una fuerza 

institucional, configurando un escenario de extrema vulnerabilidad macroeconómica donde la 

capacidad gubernamental para absorber choques externos o financiar proyectos de desarrollo de 

largo plazo queda críticamente comprometida. 

​ 8.1. La Sostenibilidad Fiscal como Variable de Impacto Macroeconómico  

Antes de evaluar el grado de asociación estadística del modelo, es necesario precisar que la 

Sostenibilidad Fiscal es entendida bajo los lineamientos del Artículo 334 de la Constitución 

Política y las restricciones de la Ley 1473 de 2011 (Regla Fiscal). Conceptualmente, representa 

la capacidad del Gobierno Nacional Central para financiar sus compromisos de gasto corriente y 

servicio de la deuda en el mediano y largo plazo, sin incurrir en una trayectoria de 

endeudamiento insostenible que comprometa la estabilidad fiscal de las finanzas publicas. 

Para efectos operacionales de este análisis, dicha variable se cuantifica a través del 

Déficit Fiscal del GNC (como porcentaje del PIB) y el espacio fiscal remanente frente a las 

metas del Marco Fiscal de Mediano Plazo. Al ser el gasto público pensional una obligación de 

naturaleza rígida e ineludible para el Estado, cualquier distorsión en su indexación obliga a una 

reasignación de recursos presupuestales.  

8.2 Salvedades Metodológicas y Delimitación del Modelo Estadístico 
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Es metodológicamente necesario advertir que los análisis asociativos presentados en esta 

documento no pretenden establecer un modelo de causalidad determinista unidimensional, por lo 

cual se deben reconocer dos salvedades en la interpretación de los resultados:  

En primer lugar, la Sostenibilidad Fiscal es una variable multidimensional que 

responde a un conjunto complejo de variables macroeconómicas que exceden el alcance del 

gasto público pensional. Factores exógenos y endógenos como el comportamiento del recaudo 

tributario neto, la volatilidad de los precios de las materias primas que afectan los ingresos de la 

Nación, la fluctuación de la tasa de cambio, el costo del servicio de la deuda pública y el ciclo de 

crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB), ejercen una presión simultánea sobre el balance 

fiscal del Gobierno Nacional Central (GNC). En consecuencia, se reconoce que la omisión 

voluntaria de estas variables de control en el cálculo estadístico introduce una limitación 

temporal en el coeficiente, el cual se concentra exclusivamente en aislar el canal de indexación 

del gasto inflexible. 

En segundo lugar, el Gasto Público Pensional tampoco es afectado de manera 

exclusiva por los incrementos nominales del salario mínimo. Si bien el análisis documental 

presenta que el salario mínimo es el principal factor de indexación política y legal debido a la 

concentración del 60,80% de la nómina en Colpensiones, el volumen total de gastos del 

Presupuesto General de la Nación (PGN) hacia la seguridad social está condicionado por otras 

variables. Entre ellas se destacan la velocidad de la transición demográfica (envejecimiento 

poblacional), la tasa de dependencia formal, las dinámicas de traslado de afiliados desde el 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS) hacia el Régimen de Prima Media 

(RPM), y la existencia de regímenes especiales. 
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Por lo tanto, los coeficientes de correlación que se exponen a continuación deben ser 

interpretados como una medición de la sensibilidad y vulnerabilidad de las finanzas públicas ante 

choques específicos de la política laboral, manteniendo las demás variables macroeconómicas 

constantes. Esta delimitación, permite identificar el grado de inflexibilidad presupuestal que un 

solo indicador regulatorio —el salario mínimo— es capaz de transferir al balance del Estado.  

 

8.3 Evaluación Cuantitativa del Impacto: Coeficientes de Correlación y Vectores 

Macroeconómicos  

Una vez delimitadas las salvedades del modelo, se procedió a evaluar el grado de 

asociación estadística entre la política laboral y las finanzas del Estado. Para la ejecución del 

cálculo de los coeficientes de correlación paramétrica de Pearson (r) y no paramétrica de 

Spearman (p), se estructuró una matriz de información cuantitativa con tres datos oficiales (N=3) 

correspondientes al periodo de estudio 2024–2026:  

1.​ Variable Independiente (X) - Incremento Nominal del SMLMV: Tasas fijadas 

por decreto ejecutivo del 12,0% (2024), 6,2% (2025) y el choque técnico del 

23,0% (2026) derivado de la propuesta de salario mínimo vital.  

2.​ Variable Dependiente (Y1) - Gasto Público Pensional: Gastos consolidados del 

Presupuesto General de la Nación (PGN) ejecutadas y proyectadas por un valor de 

$57,4 billones (2024), $66,0 billones (2025) y $78,5 billones (2026).  

3.​ Variable de Impacto (Y2) - Sostenibilidad Fiscal (Déficit Central del GNC): 

El balance de las cuentas del Gobierno Nacional Central expresado como 

proporción del Producto Interno Bruto (PIB), registrando saldos negativos de 
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-5,3% del PIB (2024), -4,7% del PIB (2025) y una profundización del déficit del 

-6,5% del PIB para la vigencia de 2026.  

 

Tabla 12 

Coeficientes de correlación de Pearson y Spearman para las variables de estudio 

(2024–2026)  

 

Variable Macroeconómica de 
Contraste 

Coeficiente de Pearson 
(r) 

Coeficiente de Spearman 
(p) 

Gasto Público Pensional (Billones 
COP) 0,985** 1,000** 

Sostenibilidad Fiscal (Déficit GNC % 
del PIB) -0,964** -1,000** 
 

Nota. La correlación es significativa al nivel 0,01 (bilateral). Los coeficientes se 

calcularon a partir de series fiscales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y variables de 

indexación legal derivadas del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 y la nómina de Colpensiones. 

Elaboración propia.  

Análisis del Gasto Público Pensional:  Este resultado matemático es el reflejo directo 

de la estructura demográfico-legal de Colpensiones analizada previamente: al estar el 60,80% de 

la nómina total de pensionados (más de 1,09 millones de personas para 2026) devengando 

estrictamente un (1) SMLMV, cualquier variación nominal en el salario mínimo se transfiere con 

una elasticidad unitaria sobre casi dos terceras partes del costo total de la masa prestacional, 

explicando por qué el gasto saltó de $57,4 a $78,5 billones de pesos en tan solo tres vigencias.  
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Análisis de la Sostenibilidad Fiscal : Los coeficientes registran una correlación lineal e inversa 

casi perfecta, determinada por los signos negativos de los resultados. La implicación económica 

de este hallazgo valida la existencia de una "pinza fiscal": a medida que el porcentaje de ajuste 

del salario mínimo es más agresivo (alcanzando su máximo de 23% en 2026), la sostenibilidad 

financiera del Estado cae a su punto más crítico, profundizando el déficit del GNC hasta el 

-6,5% del PIB. Debido a que la tasa de informalidad laboral (58,90%) deprime el recaudo de 

aportes de los cotizantes activos, el déficit de caja del Régimen de Prima Media debe ser cubierto 

enteramente por transferencias del presupuesto nacional. El signo negativo de la correlación 

prueba empíricamente que la política salarial exógena agota el ahorro corriente del Gobierno, 

deteriora el balance macroeconómico y tensiona los techos obligatorios de la Regla Fiscal al 

obligar a la Nación a emitir deuda pública para cubrir gastos rígidos de funcionamiento y acudir 

a la cláusula de escape de la regla en mención. 

 

 

8.4 Síntesis de Resultados: Implicaciones en la Sostenibilidad Fiscal  

A modo de cierre del componente analítico, la triangulación de los datos demográficos, 

presupuestales y estadísticos procesados permite establecer que el incremento nominal del 

salario mínimo opera como un determinante crítico de la inflexibilidad presupuestal en 

Colombia. Los hallazgos confirman la existencia de una "pinza macrofiscal" que afecta 

simultáneamente los dos extremos del balance estatal: por el lado de los egresos, el ajuste 

indexatorio activa un canal de transmisión directo sobre el 60,80% de la nómina de 

Colpensiones, acelerando el gasto pensional nominal hasta los $78,5 billones en 2026; por el 
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lado de los ingresos, el choque de costos laborales presiona la informalidad hacia el 58,90%, 

afectando la base de cotizantes activos.  

En conclusión, bajo el supuesto metodológico de mantener las demás condiciones 

macroeconómicas constantes (ceteris paribus) —procedimiento que, de acuerdo con Gujarati y 

Porter (2010), resulta indispensable para aislar el efecto puro y la sensibilidad mutua entre 

variables en modelos de regresión y correlación—, se evidencia que el crecimiento del pasivo 

pensional obligatorio ha superado el ritmo del recaudo tributario tradicional. Al absorber la 

Nación la totalidad de este riesgo, se genera una presión presupuestal ineludible que fuerza al 

Estado a recurrir sistemáticamente al endeudamiento público para cubrir gastos corrientes de 

funcionamiento, tensionando los límites del Marco Fiscal de Mediano Plazo y comprometiendo 

la solvencia intertemporal de las finanzas públicas frente a las restricciones de la Regla Fiscal.  
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7.​ Conclusiones y recomendaciones 

9.1 Conclusiones 

1.​ Se logró cuantificar de manera directa el impacto del incremento del SMLMV, 

evidenciando que opera como el principal factor exógeno de indexación sobre el 

Presupuesto General de la Nación (PGN). Al contrastar las series presupuestales 

oficiales, se estimó una variación presupuestal ascendente y rígida donde el gasto público 

pensional ejecutado y proyectado saltó de $57,4 billones en 2024 a $66,0 billones en 

2025, alcanzando los $78,5 billones en la vigencia 2026. Los coeficientes de correlación 

aplicados validan estadísticamente que esta variación no es inercial, sino que responde a 

la estructura legal del Régimen de Prima Media, donde el 60,80% de la nómina de 

Colpensiones está atada rígidamente al salario mínimo, generando una elasticidad de 

transmisión directa sobre el presupuesto de gastos del erario..  

2.​ Existe una desconexión entre la política de fijación salarial y las realidades estructurales 

de la fuerza laboral del país. Los incrementos decretados operan como un desincentivo a 

la formalización en los sectores de baja productividad, presionando la tasa de 

informalidad laboral hacia promedios del 58,90%. Al reducirse la base de cotizantes 

activos frente a una población en acelerada transición demográfica —donde el 67% de 

los afiliados en Colpensiones ya supera los 40 años—, se afecta el canal de ingresos por 

aportes, ampliando la brecha de financiamiento del sistema de reparto.  

3.​ La validación del modelo estadístico a través de los coeficientes de Pearson (r = -0,964$) 

y Spearman (p = -1,000$) con significancia bilateral al nivel 0,01 expresa con un 99% de 

confianza que a mayor incremento nominal del salario mínimo, menor es la 

sostenibilidad fiscal del país. La rigidez del gasto prestacional obliga al Gobierno 

Nacional Central (GNC) a cubrir el déficit de caja del RPM mediante transferencias 

directas del Presupuesto General de la Nación (PGN), deteriorando el balance 

macroeconómico hasta profundizar el déficit central al -6,5% del PIB en 2026. Este 

fenómeno afecta el ahorro corriente, desplaza la inversión pública discrecional y 

compromete la solvencia intertemporal del Estado frente a las restricciones normativas de 

la Regla Fiscal.  

4.​ Los resultados obtenidos en la presente investigación evidencian que el incremento del 
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Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV) mantiene una relación directa con el 

crecimiento del gasto público pensional y con las presiones sobre la sostenibilidad fiscal 

del Estado colombiano durante el período 2024–2026. Estos hallazgos coinciden con lo 

planteado por Camacho, Moreno y Rincón (2012), quienes sostienen que el principal 

problema estructural del sistema pensional colombiano radica en el desequilibrio entre 

cotizantes y pensionados, sumado al crecimiento sostenido del gasto pensional y al 

envejecimiento poblacional.  

5.​ De igual forma, los hallazgos guardan relación con lo expuesto por Ospina-Tejeiro et al. 

(2024) desde el Banco de la República, quienes advierten que el envejecimiento 

poblacional y el crecimiento del gasto pensional podrían incrementar significativamente 

las obligaciones fiscales futuras del Estado colombiano. La investigación permitió 

evidenciar que, además de las variables demográficas, el salario mínimo se ha convertido 

en un mecanismo de transmisión fiscal debido a la indexación de las pensiones mínimas y 

de múltiples componentes del gasto público.  

6.​ De otra parte, y a diferencia de otros estudios, este incorpora elementos recientes del 

contexto colombiano, como la discusión sobre el concepto de salario vital, la activación 

de la cláusula de escape de la Regla Fiscal, la reforma pensional de 2024 y el 

comportamiento fiscal proyectado para el período 2024–2026. Esto permitió ampliar el 

análisis desde una perspectiva fiscal y presupuestal reciente. 

7.​ Desde el campo de estudio de la gerencia pública, y en términos prácticos, los resultados 

y análisis pueden llegar a ser un insumo técnico para diseñar políticas públicas 

relacionadas con salario mínimo y sostenibilidad fiscal, fortalecer los mecanismos de 

planeación presupuestal de mediano y largo plazo, evaluar el impacto fiscal derivado de 

reformas laborales y pensionales, así como tomar decisiones en materia de política 

salarial y fiscal. 

 

9.2  Recomendaciones 

1.​ Desindexación integral del sistema prestacional: Se recomienda promover una reforma 

legislativa orientada a modificar el Artículo 14 de la Ley 100 de 1993, con el fin de 

desvincular la actualización de las mesadas pensionales equivalentes a un (1) SMLMV 
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del incremento del salario mínimo nominal, unificando el criterio de indexación de todas 

las pensiones exclusivamente bajo la variación del Índice de Precios al Consumidor 

(IPC). Esta medida neutralizaría el canal de transmisión exógeno, disminuyendo los 

choques presupuestales sobre el PGN y estabilizando el crecimiento del pasivo fiscal. La 

ley pensional 2381 de 2024 presentada como reforma del sistema pensional y que a la 

fecha no se encuentra vigente, no tuvo en cuenta este aspecto.  

2.​ Adopción de criterios de productividad técnica en la Comisión Concertación: La 

fijación del salario mínimo por decreto presidencial debe abandonar las motivaciones de 

orden puramente político o de corto plazo. Se sugiere que el Ministerio del Trabajo y el 

Ministerio de Hacienda institucionalicen fórmulas estrictamente técnicas que ponderen de 

forma técnica la inflación causada y la productividad total de los factores (PTF). Esto 

evitaría distorsiones en los costos no salariales de las pymes y detendría la expulsión de 

trabajadores hacia la informalidad, protegiendo la base de cotización activa.  

3.​ Flexibilización y esquemas de cotización por horas o plataformas: Para contrarrestar 

el impacto de la tasa de informalidad (58,90%), la gerencia pública debe diseñar e 

implementar políticas de flexibilización laboral que permitan la cotización multifuente, 

por horas o por fracciones de tiempo, adaptadas a las nuevas dinámicas de la economía 

digital y plataformas de servicios. Al formalizar segmentos excluidos que devengan 

menos de un salario mínimo, se incrementaría la densidad de cotización y los ingresos 

operacionales del sistema de seguridad social, aliviando la carga de transferencias 

sustitutivas del Presupuesto General de la Nación.  
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4.​ Reforma Educativa Estructural orientada a la Productividad y la Pertinencia 

Laboral: Se recomienda diseñar e implementar una política pública de reforma educativa 

articulada entre el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio del Trabajo y el 

Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), orientada a cerrar la brecha entre la oferta 

académica y las demandas de la nueva economía global. 

Considerando que los incrementos reales del salario mínimo expulsan del mercado 

formal a la mano de obra de baja cualificación —restringiendo los ingresos por 

cotización de Colpensiones—, el Estado debe transitar de un modelo educativo 

puramente credencialista hacia un sistema de formación basado en competencias 

tecnológicas, digitales, bilingüismo y habilidades STEM (Ciencia, Tecnología, Ingeniería 

y Matemáticas). Al elevar la productividad total de los factores (PTF) desde la base 

formativa, se incrementa la empleabilidad formal y el valor agregado del trabajador, 

permitiendo que las empresas absorban los costos de un salario mínimo vital sin trasladar 

la presión al desempleo o a la informalidad. Esta reforma es el único vehículo sostenible 

de largo plazo para ensanchar la base de cotizantes activos en el Régimen de Prima 

Media y garantizar, por el canal de los ingresos del sistema, la viabilidad financiera y la 

estabilidad macrofiscal de la Nación. 

NOTA: Durante el desarrollo del presente trabajo se utilizaron herramientas de 

inteligencia artificial como apoyo en procesos de revisión gramatical, redacción y 

organización textual, así como en la estructuración preliminar de algunos apartados 

descriptivos y metodológicos relacionados con el análisis estadístico. No obstante, la 

selección de información, interpretación, análisis crítico y conclusiones corresponden 

exclusivamente a los autores. 
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Anexos 

Tabla 13:  

Envejecimiento de la Población, Pensiones e Informalidad en Colombia 

Factor Situacion en Colombia 
Relacion con las 
pensiones 

Impacto fiscal y social 

Envejecimient
o poblacional 

La esperanza de vida ha 
aumentado y la 
poblcion adulta mayor 
crece constantemente 

Incrementa el numero de 
pensionados y el tiempo 
durante el cual reciben 
mesadas 

Genera mayor presion 
sobre el gasto publico 
pensional y las finanzas 
estatales 

Disminucion 
de poblacion 

joven 

Existe una reduccion 
progresiva de jovenes 
en edad productiva 

Disminuye la cantidad de 
trabajadores activos que 
financian el sistema 

Aumenta el riesgo de 
deficit y dependencia de 
recursos publicos 

Informalidad 
laboral 

Gran parte de la 
poblacion trabaja sin 
cotizar a seguridad 
social 

Muchos ciudadanos no 
realizan aportes 
suficientes para 
pensionarse 

Reduce ingresos del 
sistema y aumenta 
subsidios del estado 

Baja densidad 
de cotizacion 

Los aportes suelen ser 
intermitentes por 
desempleo o 
informalidad 

Menos afiliados logran 
cumplir semanas 
requeridas para la 
pension 

Incrementa la 
vulnerabilidad 
economica en la vejez 

Crecimiento 
del gasto 
pensional 

El estado destina mas 
recursos al pago de 
pensiones cada año 

Las pensiones minimas 
estan ligadas al salario 
minimo 

Disminuye recursos 
disponibles para 
inversion social e 
infraestructura 

Sostenibilidad 
fiscal 

El sistema enfrenta 
riesgos por 

La relacion entre 
cotizantes y pensionados 

Puede afectar la 
estabilidad economica y 
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envejecimiento y baja 
formalidad 

se deteriora financiera del pais 

 

Conclusión: 

El envejecimiento poblacional, la informalidad laboral y la disminución de cotizantes activos 

representan desafíos estructurales para la sostenibilidad del sistema pensional colombiano y las 

finanzas públicas. 
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